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INTRODUCCIÓN 
 
Dentro del contexto latinoamericano, Chile no suele ser percibido como un país con 
un pasado indígena significativo y mucho menos como un país donde los indígenas 
tengan una fuerte presencia en la actualidad. Todo lo contrario, muchos piensan en 
Chile como una de las “naciones” latinoamericanas con mayor influencia y presencia 
de la inmigración y la cultura europeas. Sin embargo, Chile no solo tiene un pasado 
indígena, sino que, aún hoy, varios pueblos “originarios” siguen existiendo en su 
territorio. Uno de esos pueblos –muy importante al menos en términos numéricos– es 
el de los mapuche
1
. 
Los mapuche hacen parte del grupo de pueblos originarios presentes en los 
territorios que actualmente conforman a los Estados chileno y argentino. Según el 
censo de población y vivienda chileno de 2002, un 4.6% de la población total de 
Chile pertenece a algún grupo étnico indígena. Los mapuche representan un 87.31% 
de esa porción de la ciudadanía. Es decir, los mapuche con un total de 604.349 
indígenas, constituyen la etnia indígena de mayor representación en el país. En la 
actualidad, este pueblo indígena se ubica al sur de Chile, en la VIII “Región del 
Biobío” (frontera natural que históricamente ha delimitado el territorio mapuche), la 
IX “Región de la Araucanía” y parte de la X “Región de los Ríos”2.    
Como muchos otros países del continente americano, Chile se ha visto cada 
vez más obligado a prestarle algún tipo de atención a la problemática indígena, no 
solo por el hecho de que varios pueblos originarios siguen existiendo en ese país, sino 
sobre todo porque el reconocimiento de los derechos de los llamados “pueblos 
originarios” ha surgido como un propósito fundamental dentro de múltiples 
                                                          
1
 La palabra mapuche, traducida del mapudungun (lengua de este pueblo), significa “hombre de la 
tierra” (en singular). Por esa razón, en este texto, se hará referencia a este pueblo originario y a sus 
miembros en singular (los “Mapuche” y no los “Mapuches”).  
2
 El origen de los Mapuche remonta a los años 500 A.C. y 600 A.C. A la llegada de los conquistadores 
españoles en el siglo XVI, el territorio mapuche se extendía entre el valle del Aconcagua y el 
archipiélago de Chiloé. Para poder ubicar mejor las regiones en donde hoy se asientan los Mapuche, el 
lector puede remitirse al Anexo 1. 
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instrumentos jurídicos internacionales.
3
 Estos instrumentos jurídicos han servido de 
marco y de recurso a movilizaciones reivindicativas de derechos para los pueblos 
originarios, tanto a nivel nacional como a nivel internacional.   
Ahora bien, aunque la problemática indígena –y en particular la de los 
mapuche– no es del todo invisible en Chile, pocos son los avances que se han 
alcanzado en ese país en términos de ofrecer soluciones satisfactorias a las múltiples 
demandas planteadas por los indígenas y por quienes han defendido su causa. Así lo 
demuestra el hecho de que a más de veinte años de la reinstauración de la 
democracia, aún no existe un reconocimiento constitucional de la existencia y de los 
derechos de los pueblos originarios. Además, el Convenio 169 de la OIT se ratificó 
tan solo hasta el 2008 y la reivindicación territorial de los mapuche sigue siendo un 
tema sin concretarse del todo. La problemática indígena chilena no parece entonces 
haber sido resuelta realmente, en la medida en que durante mucho tiempo el Estado 
chileno no ha logrado encontrar una solución satisfactoria a los reclamos de 
reconocimiento pleno de los pueblos indígenas.  
No es de extrañar que durante la época de la dictadura militar en Chile 
(1973-1989), las demandas indígenas hayan sido completamente relegadas e 
ignoradas. En cambio, sí resulta curioso que durante más de dos décadas de retorno a 
la democracia, bajo múltiples y sucesivos gobiernos de la Concertación
4
, dichas 
                                                          
3
 Diferentes instrumentos internacionales específicos se han concebido para garantizar y proteger los 
derechos de los pueblos indígenas. Uno de los primeros instrumentos más importantes en dicha materia 
es el Convenio No. 169 de 1989 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre pueblos 
indígenas y tribales en países independientes, cuyo antecedente es el Convenio 107 de 1957. Desde la 
promulgación del Convenio 169, no han cesado de aparecer nuevos instrumentos jurídicos, tanto a 
nivel internacional (por ejemplo, la Declaración Universal sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
aprobada en el 2007), como a nivel regional (por ejemplo, toda la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos). Todo este conjunto de instrumentos busca evitar la violación 
de los derechos humanos de los pueblos indígenas en todo el mundo, especialmente en lo que tiene que 
ver con su discriminación y marginación. Comparar. Martínez, Olguín, Gabriela. Derechos de los 
pueblos indígenas en el sistema interamericano. San José: Oficina Internacional del Trabajo, 2002. p. 
8 
4
 La Concertación de Partidos por la Democracia es una coalición de partidos políticos de centro-
izquierda  que surge en el marco del “Plebiscito del No” (mecanismo de participación por medio del 
cual se expresó la oposición a la continuidad del gobierno de Augusto Pinochet). Esta coalición 
partidista gobernó Chile desde el 11 de marzo de 1990 hasta el 11 de marzo de 2010. En la actualidad 
está integrada por los partidos Demócrata Cristiano (DC), el Partido por la Democracia (PPD), el 
Partido Radical Social Demócrata (PRSD) y el Partido Socialista (PS).  
  3 
demandas no hayan podido ser resueltas, al menos permitiendo que el conflicto entre 
el Estado y los pueblos indígenas se apaciguara y fuera conducido por canales 
institucionales. Esto no ha ocurrido. Más bien, por el contrario, los diálogos entre 
ambos actores han resultado difíciles de establecer en varios momentos, al punto los 
indígenas han terminado por recurrir a veces a vías de hecho y el Estado a vías 
violentas para reprimir esas acciones. ¿A qué puede atribuírsele las limitaciones de 
los gobiernos democráticos chilenos para resolver la cuestión indígena? ¿Cómo es 
que los indígenas no parecen caber del todo en la democracia chilena restaurada, 
especialmente en los dos últimos gobiernos de la Concertación que fueron los que 
más se inscribieron en el campo político de la izquierda?
5
 Estas paradojas y estas 
preguntas son las que suscitaron la motivación personal para realizar esta 
investigación. 
Para responder a los anteriores interrogantes, esta investigación se propone 
analizar el contexto de oportunidades y restricciones políticas que ha favorecido o 
desfavorecido la movilización colectiva mapuche durante los gobiernos democráticos  
de Ricardo Lagos (2000-2006) y de Michelle Bachelet (2006-2010)
6
.  
Antes que todo, es importante aclarar el significado del concepto de 
“estructura de oportunidades y restricciones políticas”7. Este ha resultado útil para la 
ciencia política y la sociología, dado que con él se pretende subrayar el hecho de que 
el activismo cívico organizado no puede explicarse solo a través de factores 
                                                          
5
 Esta investigación se centra en los dos últimos períodos de los gobiernos de la Concertación en razón 
de la posición ideológica de quienes ocuparon la presidencia. Tanto Ricardo Lagos (2000-20006) 
como Michelle Bachelet (2006-2010) provienen del Partido Socialista, el cual ideológicamente se 
inscribe dentro de la coalición de la Concertación en una tendencia más de izquierda. En cambio, los 
ex presidentes Patricio Alwyn (1990-1994) y Eduardo Frei (1994-2000) provienen del Partido 
Demócrata Cristiano que se ubica en una posición más de centro izquierda.  
6
 En conversaciones sostenidas con quién dirigió este trabajo de grado, acordamos cambiar el título 
contemplado en el anteproyecto (“Análisis de los factores que han agudizado los procesos 
reivindicativos por el cumplimiento  de derechos de las  comunidades Mapuches a través  del empleo 
de las vías  de hecho  en la VIII Región del Biobío, IX Región  de la Araucanía y parte de la X Región 
de los Ríos, Chile”), por un nuevo título más sugerente, más breve y más acorde con los propósitos de 
la presente investigación: “Análisis del contexto de oportunidades y restricciones políticas bajo el cual 
se ha llevado a cabo la movilización del pueblo mapuche en Chile (2000-2010)”. 
7
 El concepto de “estructura de oportunidades políticas” ha sido planteado por Sidney Tarrow en su 
texto Power in Movement. Este concepto y los postulados de Tarrow constituyeron el marco teórico 
fundamental de esta investigación. 
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endógenos, sino que también hay una serie de factores exógenos –relacionados 
fundamentalmente con el entorno político– que lo condicionan. Es decir, los actores 
que defienden una causa determinada eligen el curso de su acción tomando en cuenta 
no solo sus recursos, sus preferencias y sus intereses, sino también otros elementos 
relacionados con el ambiente externo, en particular, las oportunidades y restricciones 
que ofrece el contexto político de la sociedad en la que ellos viven.
8
 En otras 
palabras, el contexto político de una sociedad determina también, hasta cierto punto, 
las posibilidades de emergencia de la acción colectiva, el modo como los militantes 
de una causa pueden entrar en interacción con el Estado, las formas de lucha que ellos 
privilegian y los resultados que pueden alcanzar con ellas.
9
   
Sidney Tarrow considera que hay cinco dimensiones básicas del concepto de 
oportunidades políticas, las cuales van a ser enumeradas y explicadas brevemente a 
continuación.  
a) Acceso a la participación de nuevos actores en el marco del régimen 
político establecido. La oportunidad de ingresar como nuevo actor a un régimen 
político no es constante. Mientras que ciertos escenarios facilitan la participación y le 
ofrecen incentivos a grupos sociales específicos para que ataquen a sus oponentes, 
cualesquiera que ellos sean, otros escenarios no son tan favorables. En la medida que 
los caminos preexistentes de participación sean más estrechos, más probable será que 
en cada nueva apertura del escenario político se produzcan nuevas oportunidades para 
la acción colectiva. Por ejemplo, en sistemas no democráticos, el permitir, en un 
momento dado, la celebración de elecciones conduce a abrir un nicho bajo el cual se 
forman nuevos oponentes, ya que surgen nuevas posibilidades de acceso a la 
participación política.
10
 Ahora bien, el acceso a la participación también puede 
                                                          
8
 Citado en Navarro, Clemente. Cambio social, estructura de oportunidades políticas y desarrollo 
cívico. Andalucía: Centro de estudios andaluces, 2006.p.8. 
9
 Comparar Navarro, Clemente. Cambio social, estructura de oportunidades políticas y desarrollo 
cívico.p.4. 
10
 Claro está, las “oportunidades” políticas no se presentan siempre de manera uniforme para toda la 
sociedad. Más bien, por lo general, ellas se abren para ciertos grupos y se cierran para otros. Además, 
no debe pensarse que existe una relación directamente proporcional entre oportunidades políticas y 
acción colectiva. Así lo demuestra el hecho de que una sociedad que disfrute de todos los derechos 
políticos no necesariamente será más proclive a emprender acciones colectivas. Comparar Tarrow, 
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originarse por otras vías distintas a la electoral, por ejemplo, a través del diseño o de 
la instauración de políticas públicas.
11
 
b) Inestabilidad de los alineamientos políticos. La incertidumbre que 
pueda surgir en un contexto específico entre los seguidores de un partido político o de 
un gobierno, como resultado de la inestabilidad de los alineamientos políticos, 
también genera oportunidades políticas. Fundamentalmente porque la inestabilidad 
facilita la apertura de puertas para “la creación de nuevas coaliciones”. Es decir, la 
inestabilidad de los alineamientos políticos anima a los desafectos a intentar ejercer 




c) Aparición de aliados influyentes. Los portadores de causas 
contestatarias se animan a actuar cuando tienen aliados que los defienden frente a 
tribunales, que los protegen de la represión en diversas esferas o que negocian en su 
nombre.
13
 Los aliados “influyentes” pueden ser de distinto orden. Algunos forman 
parte del sistema político, como ocurre con los partidos políticos. Otros, en cambio, 
son aliados externos, como por ejemplo, los trabajadores religiosos, las 
organizaciones sindicales, las guerrillas revolucionarias, los funcionarios de 
organizaciones internacionales o los cooperantes de agencias no gubernamentales. 
d) Aparición de divisiones entre las élites. Sí las élites se encuentran 
divididas,  y una parte de ellas está apartada del poder, este puede ser un incentivo 
para que las élites marginadas se cambien de bando y puedan adoptar el papel de 
salvadores, caudillos o tribunos del pueblo. Así, las élites pueden llegar a recoger las 
demandas de actores que se encuentran por fuera del sistema político e incluso a 
luchar por causas que en principio les eran ajenas. Un proceso de esta naturaleza 
termina siendo un aliciente para la movilización colectiva. 
                                                                                                                                                                     
Sidney. El poder en movimiento “Los movimientos sociales, la acción colectiva y la política”. Madrid: 
Alianza editorial, 2004.p.117.  
11
 Por cierto, en países poco democráticos, la ausencia de competencia rutinaria convierte cualquier 
signo de inestabilidad política en una señal de debilidad y, por lo tanto, en una fuente potencial de 
acción colectiva. Comparar Tarrow, Sidney. El poder en movimiento. p.117-118. 
12
 Comparar Tarrow, Sidney. El poder en movimiento. p.118. 
13
 Comparar Tarrow, Sidney. El poder en movimiento. p.119. 
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e) Disminución en la capacidad o la voluntad del Estado para reprimir 
la disidencia. Esta dimensión es analizada por Tarrow teniendo en cuenta varios 
elementos como el grado de centralidad del Estado y las estrategias empleadas para 
inhibir la acción colectiva. En primer lugar, sobre el papel del centralismo estatal, 
Tarrow sostiene que los Estados centralizados cuentan con instrumentos eficientes 
para hacer política y para atraer a los actores colectivos a la cumbre del sistema 
político. En ese sentido, el centralismo puede tener distintos efectos sobre la 
movilización social. Por un lado, no favorece la práctica de estrategias flexibles y 
multiactivas, propias de los movimientos sociales. Por otro lado, ofrece a la 
disidencia una ventaja crucial, un campo de batalla unificado y un blanco 
centralizado, al cual atacar cuando el sistema se debilite.
14
 En segundo lugar, Tarrow 
también insiste en que la fortaleza del Estado influye en el desigual ritmo y progreso 
de las movilizaciones colectivas. La fortaleza del Estado se relaciona con las 
estrategias que éste emplee frente a los grupos movilizados. Tanto un Estado débil, 
como uno fuerte pueden servirse de estrategias predominantemente incluyentes contra 
aquellos que desafían su poder
15
 o pueden hacer uso de estrategias excluyentes, como 
es el caso de Estados más autoritarios
16
.  
Debe tenerse presente que las oportunidades externas a las acciones 
colectivas no producen siempre y necesariamente movimientos sociales duraderos, 
                                                          
14
 En contraste, un Estado descentralizado puede expulsar a los elementos más amenazantes de la 
política popular, por ejemplo, abriendo múltiples espacios alternativos para la participación. Una 
muestra de ello es el federalismo que invita a los movimientos a incorporarse en sus instituciones. 
Comparar Tarrow, Sidney. El poder en movimiento. p.122-123. 
15
 La tolerancia de la acción directa no violenta podría ser considerada como una estrategia incluyente. 
En efecto, los Estados modernos han ido aceptando como legítimas algunas formas de acción 
colectiva, que anteriormente se veían como amenazas para el orden civil. Ahora bien, esta estrategia 
puede ser un arma de doble filo, en la medida que ofrece un medio relativamente libre de riesgos para 
reunir a un gran número de personas y darles la sensación de que lo que hacen es significativo en 
nombre de sus convicciones, pero también priva a los organizadores de las movilizaciones del arma 
poderosa de la indignación suscitada por el uso de la violencia estatal. 
16
 Según Tarrow, las estrategias represivas buscan suprimir la movilización aumentando sus costes. 
Ahora bien, estas estrategias traen consigo serias implicaciones para el orden político establecido, 
puesto que la “ausencia de canales habituales para la expresión de opiniones convierte incluso a los 
disidentes moderados en opositores del régimen, obligándoles a plantearse el problema del 
derrocamiento como condición para la reforma”. Es por eso que Tarrow afirma que resulta más fácil 
generar acciones colectivas con una policía violenta y arbitraria, que con autoridades públicas 
razonables que protegen los derechos de la ciudadanía. Ver Tarrow, Sidney. El poder en movimiento. 
p.126 y 128. 
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pues la constitución de un movimiento social depende también de varios recursos 
internos (como por ejemplo: los repertorios conocidos de la acción colectiva, los 
marcos de la acción colectiva y la estructura organizativa al interior del grupo 
social).
17
 Para Sidney Tarrow, hay también otras variables, paralelas al contexto de 
oportunidades y restricciones políticas, que estimulan o generan acciones colectivas y 
pueden consolidar un movimiento social. Entre estas, el autor incluye a las amenazas 
a los intereses, a los valores y a la propia supervivencia de un individuo o de un grupo 
social. Es decir, la gente se moviliza, sí considera que es mucho más peligrosa la 
amenaza potencial, que la movilización misma.
18
 
Este trabajo parte de la hipótesis de que las respuestas de los gobiernos de 
Lagos y Bachelet a la cuestión mapuche han oscilado entre dos tendencias: por un 
lado, la represión –aplicada principalmente en las zonas rurales donde se llevan a 
cabo tomas de tierra – y por otro lado, el reconocimiento paulatino de algunos 
derechos como pueblo originario. Aparentemente contradictorias, estas tendencias se 
aplican en realidad de manera combinada, de acuerdo a lo que dictan las coyunturas 
en las que la movilización mapuche emerge. Por esta razón, el contexto de 
oportunidades políticas para la movilización mapuche ha variado en el tiempo, hecho 
que ha contribuido a la heterogeneidad de las formas de organización de los 
indígenas. 
Metodológicamente hablando, para elaborar esta monografía, acudí, en 
primer lugar, a distintos tipos de fuentes secundarias, principalmente académicas, 
relativas a la problemática indígena chilena. Estas fuentes me permitieron adquirir un 
conocimiento agudo de cómo el problema indígena se ha ido planteando a lo largo de 
la historia chilena y también contextualizar mejor buena parte de los debates 
contemporáneos que ha suscitado en Chile la “cuestión indígena”. En segundo lugar, 
estas fuentes secundarias fueron complementadas con otro tipo de documentos, a 
                                                          
17
 Comparar Tarrow, Sidney. El poder en movimiento. p.134. 
18
 Ahora bien, hay que subrayar que Tarrow no tiene una visión estática de los distintos factores 
exógenos que pueden influir en el curso de la acción colectiva. En efecto, el tipo de oportunidades y de 
restricciones políticas que experimenta la gente, así como las restricciones a su libertad de acción y las 
amenazas que perciben sobre sus intereses y sobre ellos mismos, varían en el tiempo y en el espacio. 
Comparar Tarrow, Sidney. El poder en movimiento. p.109. 
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través de los cuáles fue posible analizar buena parte de la evolución de los debates 
sobre la situación de los pueblos indígenas en Chile. Estos documentos fueron de 
diversa índole: artículos de opinión, informes de organismos internacionales y 
organismos chilenos dependientes e independientes del Estado y algunos archivos de 
audio y vídeo. Por último, se realizó un análisis comparativo del discurso manejado 
por cada una de las partes involucradas en los debates (las organizaciones mapuches, 
los gobiernos en su conjunto y la oposición). Para ello, fueron recopilados 1.055 
documentos provenientes de dos portales web de origen mapuche, Mapuexpress y 
Azkintuwe en el período comprendido entre octubre de 2003 y febrero de 2010.
19
 
Para analizar  esta información, se acudió al software de Próspero, una herramienta 
informática diseñada en Francia para realizar análisis cualitativos de grandes masas 
de materiales textuales.  
Teniendo en cuenta todo lo anterior, presento a continuación la organización 
de este texto. En el primer capítulo, hago un recuento histórico de cómo ha ido 
evolucionando la problemática indígena a lo largo del tiempo, partiendo desde el 
momento en que llegaron los conquistadores españoles a Chile hasta el segundo 
gobierno de la Concertación (el gobierno de Eduardo Frei). Este capítulo que le da 
profundidad histórica al tema abordado en este trabajo es fundamental para 
comprender buena parte de los debates contemporáneos en torno a la cuestión 
indígena en Chile. En el segundo capítulo, expongo de qué manera el gobierno de 
Ricardo Lagos (2000-2006) abordó la problemática indígena, la política pública que 
propuso, sus alcances y sus limitaciones. Reviso también la influencia de la oposición 
en la maniobrabilidad política del Presidente y el uso que se hizo de legislación 
especial para acallar la movilización mapuche. En el tercer capítulo, explico la 
política indígena diseñada por el gobierno de Michelle Bachelet (2006-2010) y evalúo 
también sus alcances y limitaciones. Allí reviso igualmente la influencia que tuvo el 
legislativo y la oposición en ciertos avances y retrocesos que se dieron para el 
reconocimiento de las demandas indígenas. En ambos capítulos (el segundo y el 
                                                          
19
 Para revisar al detalle cuantos artículos se recogieron por  año  y en qué portales, el lector puede 
remitirse al anexo 2.  
  9 
tercero), hago al final un recuento y análisis de las recomendaciones realizadas en 
diferentes momentos (el 2003 y el 2009) por los Relatores de Naciones Unidas para 
los derechos humanos y libertades fundamentales de los indígenas con relación al 
conflicto existente en Chile. Estas recomendaciones son capitales pues muestran 
como la problemática indígena chilena se ha ido internacionalizando y hasta qué 
punto los mapuche han logrado encontrar aliados externos, dada la precariedad de sus 
aliados internos.  
 
  10 
1. UNA LARGA HISTORIA DE DESPOJOS TERRITORIALES Y DE 
RESISTENCIAS DEL PUEBLO MAPUCHE 
 
1.1 EL MODUS VIVENDI BAJO EL DOMINIO ESPAÑOL Y LA 
USURPACIÓN DE LOS TERRITORIOS MAPUCHE BAJO LA REPÚBLICA 
CRIOLLA 
 
Es difícil entender la problemática del pueblo mapuche en Chile, sin remontar un 
poco en la historia, para comprender cómo los mapuche pasaron de ser un pueblo 
indígena capaz de resistir al embate de la conquista española, a convertirse en un 
pueblo aborigen que ha tenido que sortear toda suerte de despojos y dificultades para 
ser reconocido en su especificidad dentro de la nación chilena. 
Antes de la conquista, en lo que hoy día es el centro de Chile, comunidades 
mapuches se encontraban sometidas por el Imperio Inca, y en proceso de cambios 
culturales muy acelerados debido a esa influencia. A estas agrupaciones 
popularmente se les denominó Picunches o “gente del norte”.20 El río Maule, a la 
altura de lo que actualmente es la ciudad de Talca, figuraba como el primer límite del 
territorio mapuche de ese entonces. El río Itata marcaba originalmente el límite 
preciso del territorio araucano propiamente dicho. 
Iniciada la conquista, dicha frontera se corrió al río Biobío, transformándose 
así esta rivera en la separación natural del territorio indígena. De acuerdo con los 
historiadores de la época, parece ser que el río Cruces, en la provincia de Valdivia, 
figuraba como el límite sur. En la Cuesta de Lastarria, también llamada de Loncoche, 
se encontraba la frontera austral. Se empleaba el nombre Huilliche, o “gente del sur”, 
para denominar a los grupos que habitaban las actuales provincias de Valdivia, 
Osorno y Llanquihue; los conquistadores les llamaron Cuncos, a quienes se les 
relacionaba con los habitantes de las islas del archipiélago de Chiloé.
21
  
                                                          
20
 Comparar  Bengoa, José. Historia del Pueblo Mapuche. Santiago de Chile: Fondo de cultura   
económica, 1985.p.15 
21
 Comparar  Bengoa. Historia del Pueblo Mapuche. p.15. 
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Aquellas comunidades indígenas que vivían en el sur del actual territorio 
chileno eran independientes en el momento que arribaron los españoles y durante un 
poco más de tres siglos sostuvieron conflictos bélicos -con periodos de tregua-, que se 
tradujeron en la temprana instauración de una frontera militar entre el pueblo 
mapuche y las fuerzas ibéricas. Exactamente en 1641, a través del Parlamento de 
Quillín
22
, se fijó como frontera el río Biobío. En ese momento, los españoles se 
comprometieron a despoblar los territorios al sur del Biobío, mientras que los 
mapuche aseguraron no vulnerar la frontera, permitir que los misioneros predicaran 
en la Araucanía y liberar prisioneros españoles. La Corona entonces reconoció la 
independencia del territorio mapuche y así lo reiteró en posteriores encuentros 
basados en lo acordado en la paz de Quillín. Se conoce también de la existencia de 
otros Parlamentos como el de Negrete en 1726 y el de Tapihue en 1738. A partir de 
este último los mapuche aseguraron apoyar a la Corona frente a los enemigos que 
eventualmente se le presentaran, lo que cobró importancia en los combates que desde 
ese momento empezaron a aflorar con los criollos, incluyendo la batalla de Maipú 
(1818), enfrentamiento armado decisivo dentro del contexto de la Guerra de 
Independencia de Chile.
23
 Incluso posteriormente, en el gobierno del General Ramón 
Freire (1825), ya siendo Chile una república independiente, se reconoce en un nuevo 
Parlamento General en Tapihue la soberanía mapuche sobre los terrenos ubicados al 
sur del río Biobío.  
Ahora bien, pese a haber gozado de autonomía durante un largo período de 
tiempo, el pueblo mapuche perdió su independencia a finales del siglo XIX, después 
de haber sostenido un conflicto bélico con el naciente Estado chileno por un período 
de treinta años, a fines del siglo XIX (entre 1861 y 1883)
24
. A partir de ese momento, 
sus territorios fueron ocupados por los gobiernos de las repúblicas de Chile por la vía 
armada. Como se verá a continuación, a partir de finales del siglo XIX, se da inicio a 
                                                          
22
 Los Parlamentos fueron acuerdos de paz con obligación jurídica que celebraron en su momento 
líderes mapuche con la corona española y posteriormente con la República de Chile.  
23
 Comparar. Bengoa. Historia del Pueblo Mapuche. p.35.  
24
 A este período, durante el cual se buscó incorporar a los mapuche en la nación chilena, se le conoce 
como la  “Pacificación de la Araucanía”. 
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un proceso largo y sostenido de despojo de tierras mapuche por parte del Estado 
chileno, pues los terrenos del sur tenían que ser productivos para así ayudar a sostener 
el modelo económico impuesto por las élites políticas. 
En un conflicto centrado principalmente en lo territorial, como es el caso de 
la consolidación del Estado chileno, es importante mencionar qué jurisprudencia 
cobijó el proceso de constitución de la propiedad en los territorios indígenas mapuche 
a partir de 1866. El 4 de diciembre de 1866, el Congreso Nacional aprobó la “Ley 
sobre fundación de poblaciones en el territorio de los indígenas y enajenación de 
propiedades de éstos”. Dicha ley reconoció “el derecho de propiedad al que estaban 
sujetos los indígenas, y estableció el mecanismo de la delimitación de sus posesiones 
y las instituciones públicas encargadas de delimitar y escriturar las propiedades 
indígenas y cautelar sus derechos: la comisión de ingenieros y el protector de 
Indígenas, (comisión radicadora)”25. Aquellos terrenos en los que las comunidades 
mapuche no probasen una posesión superior a un año serían considerados como 
baldíos, y por lo tanto, propiedad del Fisco y susceptibles de ser enajenados, según 
las consideraciones del gobierno de turno. Así, el Estado, conociendo aquello que 
tiene en su haber, estaría habilitado para proceder a adquirir terrenos y fundar 




Después de la victoria chilena en la Guerra del Pacífico, en 1881, el 
Presidente de la República Aníbal Pinto, planteó un proyecto de ley en el que se 
establecía que: “Art. 1° El Estado es dueño de los territorios situados en el territorio 
indígena”. “Art. 2° El Estado concederá a los indígenas ocupantes del territorio 
antedicho, una extensión de terrenos que se determinará a medida que se vaya 
levantando el plano de él”27. A través de este proyecto de ley, se buscaba que los 
                                                          
25
 Ver  Toledo,  Llancaqueo, Victor.  “En segura y perpetua propiedad”: Notas sobre el debate 
jurídico sobre derechos de propiedad indígena en Chile, siglo XIX”. Santiago de Chile: Actas IV 
Congreso chileno de antropología, Universidad de Chile, 2001. 10. 
26
 Comparar  Toledo,  Llancaqueo, Victor.  “En segura y perpetua propiedad”: Notas sobre el debate 
jurídico sobre derechos de propiedad indígena en Chile, siglo XIX”. p.10.  
27
 Citado en  Toledo,  Llancaqueo, Victor.  “En segura y perpetua propiedad”: Notas sobre el debate 
jurídico sobre derechos de propiedad indígena en Chile, siglo XIX”.p.11. 
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mapuche se entendieran como “ocupantes” del territorio que pertenecía al Estado 
chileno, es decir, sin derechos de propiedad anteriores a los que el propio Estado les 
concediera. Pinto apuntaba a “resolver de una sola vez el establecimiento de la 
soberanía y la propiedad: ocupación del territorio y apropiación fiscal de las 
tierras”28. No se reconocería al mapuche como ciudadano sujeto de derechos, como el 
de propiedad, hasta que las tierras que ancestralmente había habitado fueran 
expropiadas. 
Dicho proyecto de ley no fue aprobado en los debates correspondientes en el 
Congreso. En cambio, para 1883, se puso en vigencia una nueva ley que reafirmaría 
la ley fundacional del 4 de diciembre de 1866. Fueron introducidas nuevas 
restricciones y se prohibió la compraventa de tierras indígenas por 10 años. Esa 
prohibición sería renovada periódicamente durante más de cinco décadas.
29
 
Contrariando lo planteado por la ley, la propuesta de Anibal Pinto y de la 
élite dirigente de la época, fue acogida en la práctica. Los terrenos se dividieron antes 
de ser deslindados de las propiedades indígenas. De esta manera, el Fisco remató, 
concesionó y colonizó tierras que no le pertenecían de acuerdo a sus propias leyes. 
Los derechos de propiedad de los mapuche, reconocidos por las leyes chilenas, se 
atropellaron sistemáticamente quebrantando el principio de juridicidad de la joven 
República.
30
 Así, las tierras que los mapuche llegaron a conservar en el período 
comprendido entre 1866 y 1929 -año en que se da por terminado el proceso de 
radicación de los terrenos de la Araucanía- equivalieron a un 5% del total del 
territorio que originalmente les perteneció. La propiedad de esos terrenos se 
corroboraba a través de los Títulos de Merced concedidos por la “comisión 
radicadora” en nombre del Estado chileno. 
Decretada la Araucanía como propiedad fiscal de Chile, se procedió a 
colonizar las tierras, volviéndolas materia productiva útil para el desarrollo del 
                                                          
28
 Ver  Toledo,  Llancaqueo, Victor.  “En segura y perpetua propiedad”: Notas sobre el debate 
jurídico sobre derechos de propiedad indígena en Chile, siglo XIX”. p.11. 
29
 Comparar  Toledo,  Llancaqueo, Victor.  “En segura y perpetua propiedad”: Notas sobre el debate 
jurídico sobre derechos de propiedad indígena en Chile, siglo XIX”. p.12. 
30
 Comparar  Toledo,  Llancaqueo, Victor.  “En segura y perpetua propiedad”: Notas sobre el debate 
jurídico sobre derechos de propiedad indígena en Chile, siglo XIX”.p.14. 
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naciente Estado. En ese sentido, a partir de la derrota militar de 1881, y de la 
ocupación de Villarrica en 1883, la sociedad mapuche experimentó cambios internos 
que repercutieron en su relación con el Estado y la sociedad chilena. El mapuche se 
vio sometido al rigor de la civilización; se le entregaron pequeñas mercedes de 
tierras, se le encerró en sus reducciones y se le obligó a transformarse en agricultor. 
El guerrero tuvo que convertirse en ciudadano, y el pastor de ganados en campesino 
productor de su subsistencia. Así entonces, la derrota del pueblo mapuche frente al 




Entre muchas de las deficiencias que se presentaron durante la radicación de 
la Araucanía, se encuentra que la comisión radicadora, por ejemplo, “otorgó títulos a 
jefes de hogar considerados como caciques locales y radicó bajo ese título a todas las 
personas que le pertenecían, aunque formaran familias aparte”32. En esas 
agrupaciones recién constituidas no era reconocida la autoridad de ese nuevo cacique. 
Ello generó una suerte de “guerras internas” que en ciertas oportunidades condujeron 
a litigios en los que se buscaba una nueva división de los terrenos provistos por el 
Estado. Así, resultaron incluso procurándose títulos individuales de dominio, lo que 
en el largo plazo incidió en que parte de las tierras otorgadas por títulos de merced 
resultaran en manos de particulares, pese a que los indígenas solamente podrían 
vender los terrenos al Estado chileno.  
Finalizado el proceso de radicación en 1929, se calcula que alrededor de un 
tercio de las tierras concedidas por títulos de merced fueron perdidas. Esto se 
relaciona fundamentalmente con el decreto ley 4.111 de 1931, donde se estableció la 
posibilidad de dividir los terrenos de las comunidades mapuches; ese proceso lo 
regularían cinco juzgados de indios. De acuerdo con el decreto 4.111, la división 
física de las comunidades podría llevarse a cabo, siempre que un tercio de sus 
miembros así lo solicitara. 
 
                                                          
31
 Comparar  Bengoa. Historia del Pueblo Mapuche. p. 368. 
32
 Ver  Bengoa. Historia del Pueblo Mapuche. p. 359. 
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1.2 LOS INTENTOS FALLIDOS DE REFORMA AGRARIA Y LA 
SOLUCIÓN INCONCLUSA DEL PROBLEMA MAPUCHE 
 
El despojo de las tierras mapuche condujo posteriormente a la emergencia de 
reivindicaciones territoriales (la demanda de devolución de tierras) que fueron 
atendidas apenas parcialmente con algunos intentos de reforma agraria emprendidos 
por gobiernos de corte progresista, los cuales hicieron un relativo avance en la 
solución de la problemática mapuche. Sin embargo, este avance aunque importante en 
lo simbólico, resultó insuficiente en lo fáctico. Sobre todo porque, para ese momento, 
en el marco de la política de reforma agraria, el indígena se entendía como un 
campesino más. Esto quiere decir que las propiedades se otorgaban a individuos y no 
a comunidades. Lo que tuvo un precio importante al interior de las diversas etnias.  
El primer intento de reforma agraria en Chile se llevó a cabo durante el 
gobierno de Jorge Alessandri (1958-1964). En realidad, en esa administración no 
llegó a darse un proceso significativo de redistribución de la tierra que modificara la 
estructura agraria chilena, dado que la expropiación de terrenos fue mínima. Cabe 
resaltar que fue durante el gobierno de Alessandri que el pueblo mapuche comenzó a 
demandarle al Estado una restitución de los terrenos tomados a finales del siglo XIX 
y principios del XX. Dichas peticiones tuvieron eco en diversos sectores de izquierda 
e incluso entre ciertos parlamentarios de la época.  
Durante el gobierno de Frei Montalva (1964-1970), con la aplicación de la 
nueva Ley de reforma agraria (Ley 16.640), se expropiaron a favor de comunidades 
mapuche algunos predios que en suma no representaron un cambio determinante. El 
principal objetivo de la Ley 16.640 era la modificación del sistema de tenencia de la 
tierra y la incorporación a la propiedad de ésta a quienes la trabajan. Se perseguía 
aumentar el volumen físico de la producción agrícola y mejorar el nivel de vida de las 
familias campesinas.
33
 Desde el punto de vista del desarrollo económico, las unidades 
productivas minifundistas, existentes en la estructura agraria nacional y presentes en 
                                                          
33
 Comparar  CVHNT. Informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato con los Pueblos 
Indígenas. Primera edición. Santiago de Chile, 2008.p. 404. 
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las comunidades mapuche, eran inviables en el marco del Modelo de Sustitución de 
Importaciones que buscaba aplicarse. Así, los mapuche entraron en el proceso de este 
segundo intento de reforma agraria como campesinos pobres y no en su especificidad 
étnica. Las medidas empleadas para mejorar las condiciones de vida de los 
campesinos chilenos se dirigieron principalmente hacia el crédito y la asistencia 
técnica, que serviría como herramienta para hacer sus terrenos más productivos
34
.  
En el gobierno de la Unidad Popular, en cabeza de Salvador Allende (1970-
1973), se impulsó un nuevo proceso de Reforma Agraria. En este período, tierras 
consideradas como usurpadas del conjunto conformado por los Títulos de Merced le 
fueron restituidas al pueblo mapuche, así como también algunas otras expropiadas 
durante el proceso de radicación a modo de reivindicación por el territorio que 
ancestralmente ocuparon. Con Allende, los mapuches alcanzaron un reconocimiento 
inédito ante las autoridades chilenas, posicionándolos como actores sociales sujetos 
de derechos y obligaciones. En ese sentido, conviene subrayar que, si bien el pueblo 
mapuche se movilizó tempranamente por la reivindicación de sus derechos
35
, tan solo 
hasta los años sesenta y principios de los setenta se consolidaron una serie de 
organizaciones que nacieron como centros culturales y se convirtieron poco a poco en 
movimientos indigenistas, afiliados y no afiliados a partidos políticos. 
 
1.3 LA DICTADURA MILITAR: CONTRA REFORMA AGRARIA Y 
ENDURECIMIENTO DEL MARCO LEGAL EN MATERIA INDÍGENA  
 
Durante la dictadura de Pinochet (1973-1990), se llevó a cabo un proceso de contra 
reforma agraria. En aras de posicionar a Chile en el mercado global haciéndolo más 
competitivo, nuevamente se expropió a los mapuche y a otras agrupaciones indígenas 
de sus terrenos, otorgándoselos a aquellos que, a juicio del régimen militar, sí podrían 
                                                          
34
 En este período se tejió también un vínculo entre algunas comunidades mapuches y el Movimiento 
Campesino Revolucionario (MCR). Los “comuneros”34 acudieron entonces a las “corridas de cerco” 
para reclamar la propiedad sobre sus tierras ancestrales. Este procedimiento consistía en mover los 
deslindes materiales hacia el límite original del Título de Merced o de territorio ancestral, para así 
conservar las tierras en su poder, sin tener que recurrir a una expropiación oficial.  
35
 La Marcación Painimal en 1913 se considera como la primera movilización masiva. 
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explotarlos de manera productiva. De acuerdo con la lógica del gobierno militar, las 
tierras chilenas tenían que producir al máximo, y en ese sentido, debían buscarse 
mecanismos a través de los cuáles los productos generados participaran en la 
economía nacional, dinamizaran el mercado local y permitieran el posicionamiento de 
Chile en el mercado internacional, convirtiéndolo en un país cada vez más 
competitivo.  
Con el cierre en 1979 del Instituto de Desarrollo Indígena (IDI) (entidad 
creada durante el gobierno de Allende), se impidió la aplicación de cualquier 
legislación o política pública en materia indígena. En ese mismo año, se promulgó el 
Decreto de Ley 2.568, que tendría por objetivo la liquidación de la figura jurídica en 
la que se ubicaba a las comunidades mapuche y su derecho colectivo a la propiedad. 
Una vez más, el nuevo proceso de radicación, acrecentó los niveles de pobreza, de 
desempleo y de migración a las ciudades de los pueblos originarios. Para ese 
momento, la VIII Región registró los niveles de pobreza más altos del país, con un 
29,3 % de indigencia y un 30,3 % de pobres no indigentes. Es decir un 60% de la 
población regional se encontraba bajo la línea de pobreza dura.
36
  
El proceso de pauperización de las comunidades mapuche que tuvo lugar 
durante la dictadura de Pinochet tiene aún hoy repercusiones evidentes. Aunque la 
cantidad de pobres en Chile ha disminuido desde que se regresó a la democracia 
(actualmente un 11,4% de los chilenos se catalogan como pobres), de acuerdo con la 
encuesta CASEN
37
, la VIII y la IX Región se han mantenido como las divisiones 
territoriales que albergan, en términos de porcentaje, al mayor número de individuos 
en condición de pobreza. Para 1990, las dos regiones unidas contribuyeron en un 
22,88% al total de pobres, que para ese año ascendió a 4.968.302 personas. En el año 
2000, esas regiones sumaron un 25,68% del total de chilenos pobres, que para ese 
momento era de 3.038.905. Luego, en 2009, contribuyeron en un 25,61% a la masa 
                                                          
36
 Comparar Ministerio de planificación y cooperación. MIDEPLAN. Informe evolución de la pobreza  
e indigencia en Chile 1987-1996. 1998. 
37
 Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional realizada por el Ministerio de Planificación  
y cooperación de Chile. Se constituye como el principal instrumento de medición socioeconómica para 
el diseño y evaluación de la política social existente en el país. 
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de pobreza en Chile (en este año, 1.888.493 chilenos fueron catalogados en situación 
de extrema pobreza). Es decir, durante los tres períodos revisados, la Región del Bío 
Bío y de la Araucanía siempre mantuvieron un mayor porcentaje de pobres en 
relación con la media nacional.  
El empeoramiento de las condiciones de vida del pueblo mapuche generó 
además una migración sostenida hacia los centros urbanos. Hoy por hoy, tres cuartas 
partes de los mapuche residen en las ciudades
38
, hecho que ha contribuido a que los 
pueblos indígenas continúen siendo parte de la población más vulnerable en Chile. De 
hecho, en el informe presentado en 2003 por Rodolfo Stavenhagen Relator de 
Naciones Unidas, se constató que existe una “estrecha correlación entre pobreza e 
identidad indígena en el país”39. 
Frente a la marginación y el empobrecimiento, el pueblo mapuche no asumió 
una actitud totalmente pasiva durante el gobierno de Pinochet. Aunque durante la 
dictadura se intentó acallar todo movimiento social, curiosamente, gracias a la 
implementación a principios de los años ochenta del Decreto Ley 2.568, y en 
concordancia con las movilizaciones que acaecieron a nivel nacional, comenzaron a 
resurgir movimientos que se opusieron a la nueva oleada de división de sus 




1.4 EL RETORNO A LA DEMOCRACIA Y LAS PROMESAS 
INCUMPLIDAS  
 
                                                          
38
 Según el Censo de población y vivienda de 2002  en la actualidad la migración es proporcionalmente 
mayor en la población perteneciente a grupos étnicos. Su aporte porcentual a la migración total es de  
6,4%. (Nota del autor). 
39
 De acuerdo al Relator de Naciones Unidas para los derechos humanos y libertades fundamentales de 
los indígenas, “la mayoría de los indígenas y especialmente los mapuches de la Araucanía acusan altos 
índices de pobreza y bajos índices de desarrollo humano, resultado de la larga historia de 
discriminación y exclusión social que han sufrido.” Ver Stavenhagen, Rodolfo. Informe  del Relator 
Especial sobre  la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas 
en Chile. Ed. Naciones Unidas.2003; parágrafo. 16. 
40
 Comparar Bengoa, José. La emergencia indígena en América Latina. Santiago de Chile: Fondo de               
cultura económica, 2000.p. 117. 
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Como resultado de un proceso de movilización social que se tradujo en la derrota 
plebiscitaria de Augusto Pinochet en 1988 y por ende en la transición a la 
democracia, los pueblos prehispánicos de Chile, frente a este nuevo ciclo 
sociopolítico que llegaba, decidieron apoyar en las elecciones presidenciales de 1989 
(para el período de gobierno comprendido entre 1990 a 1994), a Patricio Alwyn 
Azócar, quien en ese entonces se lanzó como candidato de la Concertación de 
partidos por la democracia. La retribución que obtendrían los pueblos originarios por 
este gesto político, sí es que era electo el candidato de la Concertación (como ocurrió 
en efecto), se traduciría en que el gobierno daría respuesta a una exigencia transversal 
a todos los pueblos indígenas de Chile. Dicha respuesta consistía puntualmente en la 
elaboración de un marco jurídico que cobijara el desarrollo de los pueblos indígenas, 
el reconocimiento constitucional de las etnias presentes en Chile y la ratificación del 
Convenio 169 de la OIT.
41
 
Alwyn resultó entonces suscribiendo, el primero de diciembre de 1989, un 
nuevo pacto con los diversos pueblos originarios de Chile (A éste se le denominó el 
“Acuerdo Nueva Imperial”). Dicho pacto, contemplaba la petición de autonomía de 
los pueblos indígenas, el acceso a sus derechos colectivos, el respeto por lo étnico y 
un desarrollo con identidad para la sociedad prehispánica chilena. Bajo este gobierno, 
se diseñó, se aprobó y se promulgó en 1993 la Ley Indígena Nº 19.253. Por medio de 
ella, se reconoció la diversidad étnica del territorio chileno, se protegieron las tierras 
indígenas prohibiendo su venta a personas no indígenas, se estableció un fondo de 
tierras y otro de desarrollo, se facilitó la educación bilingüe en las instituciones 
educativas y se constituyó la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena 
(CONADI). No obstante, el gobierno de Alwyn no cumplió con unos compromisos 
importantes incluidos dentro del Acuerdo Nueva Imperial: aquellos relacionados con 
el reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas y con la ratificación del 
Convenio 169 de la OIT. Estos dos puntos se constituirían posteriormente en una 
                                                          
41
 Comparar  Aguilera. René. “Evaluación del Acuerdo Nueva Imperial y su impacto en la realidad 
indígena chilena, desde la percepción de la dirigencia Aymara”. En: Revista de antropología 
iberoamericana. Vol 1,  Num2. (marzo-julio 2006).p. 311. 
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exigencia permanente de los pueblos indígenas hacia los gobiernos subsiguientes, 
también concertacionistas.  
Es importante resaltar que, en los años noventa, las perspectivas de las 
demandas indígenas en Chile cambiaron, al igual que en el resto del continente 
americano. En efecto, durante la década de los sesenta, cuando la tierra era la base y 
el centro de la demanda indígena, surgieron movimientos agraristas que no 
presentaban la diferencia étnica como un aspecto principal de la reivindicación de 
derechos. Posteriormente, en los noventa, se ampliaron las prioridades en las cuales 
se sustentaban las solicitudes de los pueblos indígenas, puesto que ellas comenzaron a 
ser de carácter cultural y a incluir a toda la sociedad nacional. La demanda indígena 
actual es por una sociedad multiétnica y multicultural, bajo la consigna de “varios 
pueblos en una misma nación”42. El Acuerdo Nueva Imperial fue en cierto sentido 
una respuesta a todas estas nuevas demandas. 
Claramente, durante la transición a la democracia, el gobierno de Patricio 
Alwyn ofreció una serie de avances hacia la solución de la problemática mapuche. 
Sobre todo, Alwyn dejó sentado un marco legal para la causa mapuche que definió en 
buena medida el sendero a través del cual los gobiernos posteriores de La 
Concertación deberían actuar. Ahora bien, el marco normativo no ha sido suficiente 
para resolver el problema mapuche. De hecho, este no se ha aplicado siempre a 
cabalidad y tampoco se ha podido profundizar, en la medida en que el modelo 
económico que siguió rigiendo en Chile después de la dictadura, no le ha permitido a 
los gobiernos chilenos posteriores responder a la demanda indígena completamente y 
de manera acorde con los lineamientos internacionales. En el caso chileno, ya desde 
los años ochenta, las compañías forestales, hidroeléctricas, salmoneras, entre otras, 
comenzaron a apropiarse de terrenos indígenas. En el ámbito forestal, por ejemplo, 
por medio del Decreto Ley 701de 1974 que reglamenta esta actividad económica, el 
gobierno fomentó la producción maderera, entregando generosos subsidios a 
compañías forestales y privatizando en muchos casos terrenos mapuche. De hecho, 
                                                          
42
 Ver Bengoa, José. La emergencia indígena en América Latina. p.127. 
  21 
los gobiernos de la Concertación continuaron manteniendo los beneficios para 
aquellos empresarios involucrados en ese sector económico
43
. 
En los años noventa, se construyeron muchos de los megaproyectos que 
actualmente existen en Chile. Estos generaron inmensas ganancias para la empresa 
privada y consecuencias de todo tipo para la sociedad chilena, incluidos los pueblos 
originarios, directamente afectados en casos puntuales. Un caso emblemático fue la 
construcción de una segunda central hidroeléctrica en la zona del Alto Bío Bío, 
durante el gobierno de Eduardo Frei Ruiz Tagle (1994-2000)
44
. Las autorizaciones 
para la construcción de la Hidroeléctrica de Ralco, en manos de la empresa española 
ENDESA, provinieron casi que directamente del ejecutivo sin tener en cuenta las 
recomendaciones y oposición al proyecto que hizo en su momento Mauricio 
Huenchulaf (1994), director indígena de la CONADI, así como Domingo Namuncura 
(1997), quién reemplazó a Huenchulaf luego de ser destituido del cargo. Estas 
destituciones dieron cuenta de la debilidad de la participación indígena en temas que 
les conciernen directamente. Conviene subrayar y aclarar que, el consejo nacional de 
la CONADI era el órgano encargado de autorizar la permuta de tierras para la 
construcción de la hidroeléctrica de Ralco. Frei pasó por alto esto y en 1998 designó a 
Rodrigo González (un no indígena), para dirigir a la Corporación. Este hecho deja en 
claro que la CONADI se entendía más como una agencia gubernamental controlada 
por el ejecutivo y no como una institución de cogestión de la política indígena, es 
decir, un escenario de interlocución.
45
 
Sumado a la falta de diálogo con el mundo indígena, el Presidente Frei re 
invocó la Ley de Seguridad Interior para judicializar a líderes mapuche que se 
movilizaban por la reivindicación de sus derechos y denunciaban los múltiples 
                                                          
43
 Actualmente, la madera representa el 34% de las exportaciones chilenas, y comparte el segundo 
lugar de importancia con el cobre. Comparar. Schlosberg, David et all. Indigenous Struggles, 
Environmental Justice, and Community Capabilities. Escrito preparado para  ser presentado en el  
Global  environmental Politics que se llevó a cabo en junio de 2009.p.25. 
44
 La primera represa construida fue la de Pangue en 1990, este proyecto fue autorizado tiempo antes 
de que fueren promulgadas las leyes ambientales e indígenas.  
45
 Comparar Universidad de la Frontera. Los derechos de los pueblos indígenas en Chile Informe del 
Programa de Derechos Indígenas. Santiago, 2003.p.171. 
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efectos generados por megaproyectos como el de Ralco
46
. Adicionalmente, al término 
de este gobierno, continuó pendiente la ratificación del Convenio 169 de la OIT y el 
reconocimiento constitucional de los pueblos originarios (ambos puntos se 
encontraban consagrados en el Acuerdo Nueva Imperial). Por lo tanto, finalizada la 
década de los noventa, y habiendo pasado diez años de democracia, los progresos  en 
materia indígena de los gobiernos de Alwyn y de Frei (ambos demócratas-cristianos) 
fueron insuficientes. Esto repercutió en que los gobiernos posteriores heredaran una 
problemática indígena latente e irresuelta, que como se verá en los capítulos 
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 Algunos de estos efectos son de carácter más inmediato y afectan las condiciones particulares de las 
comunidades indígenas involucradas. Otros son más de tipo estructural e inciden por ejemplo en el 
cumplimiento de los pactos políticos celebrados con los pueblos originarios durante la transición al 
régimen democrático. Los megaproyectos  inciden en el cumplimiento cabal de los pactos políticos 
adquiridos en la medida que han coadyuvado a soportar el sistema económico neoliberal sobre el cual 
se estableció el pacto entre las coaliciones de derecha e izquierda para hacer la  transición a la 
democracia, un sistema económico que va en contravía con las demandas indígenas  y también con las 
políticas indígenas que los gobiernos de la Concertación pretendieron  instaurar. 
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2. EL GOBIERNO DE LAGOS: LOS ALCANCES LIMITADOS DE UNA 
NUEVA POLÍTICA ESTATAL HACIA LOS INDÍGENAS 
En el presente capítulo se ilustra la oscilación y los cambios del gobierno de Lagos en 
el tratamiento dado a la cuestión indígena. El capítulo parte explicando la nueva 
política indígena diseñada por el presidente Lagos, evaluando sus alcances y 
limitaciones. Luego, se muestra la influencia que tuvo en la maniobrabilidad política 
de Lagos, la postura tomada por cada una de las coaliciones frente al tema indígena y 
se subrayan los problemas que suscita el hecho de que los pueblos indígenas no sean 
reconocidos constitucionalmente. Por último, se enfatiza en el uso que se hace de 
legislación especial para acallar la movilización mapuche y se mencionan las 
recomendaciones en materia indígena hechas al gobierno chileno por importantes 
organismos internacionales.  
 
2.1 HACIA UNA POLÍTICA DE “NUEVO TRATO” A LOS INDÍGENAS 
 
Terminado el gobierno de Eduardo Frei, el conflicto indígena en Chile había 
alcanzado un nivel importante de tensión, principalmente a causa de la ingerencia del 
ejecutivo en la autorización para la construcción de la Hidroeléctrica de Ralco. 
Entonces, con la elección de Ricardo Lagos, quién había sido militante del Partido 
Socialista e hizo denuncias importantes durante el régimen de Pinochet, se generó un 
clima de expectativas de trasformaciones sociales y de justicia que incluían también a 
los pueblos indígenas. La simpatía inicial que Lagos concitó no se la ganó de manera 
gratuita. En plena campaña, él propuso un plan de gobierno que otorgaba un “Nuevo 
Trato” a los pueblos originarios y que debía ser asumido por la nación entera. Con 
ello, buscaba profundizar y extender iniciativas que les permitiesen a los indígenas 
superar la pobreza y romper con la segregación y discriminación existente
47
. En 
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 Las propuestas de Lagos durante la campaña presidencial giraron en torno al reconocimiento y 
cumplimiento de derechos fundamentales, como la propiedad de la tierra y de las aguas ancestrales. En 
este aspecto, prometió que se incorporarían 150.000 nuevas hectáreas de tierra al patrimonio de los 
pueblos indígenas. Aseguró que promovería el respeto a la cultura, la lengua e la identidad de cada una 
de las etnias e incentivaría que los indígenas fuesen sujetos activos en el desarrollo económico y social 
de Chile. Adicionalmente, afirmó que promovería un acuerdo nacional y un “nuevo trato” a favor de la 
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concreto, las propuestas de Lagos durante su campaña presidencial apuntaban a una 
ampliación y perfeccionamiento de la Ley Indígena 19.253, al otorgamiento del 
reconocimiento constitucional a los pueblos originarios y la ratificación del Convenio 
169 de la OIT.
48
 
Estando ya posesionado como Presidente, en junio del 2000, dio a conocer 
16 medidas que adoptaría su gobierno en favor de los pueblos indígenas. A excepción 
de algunas disposiciones de carácter más asistencial (como los bonos para 
agricultores indígenas, los planes de riego y el reforzamiento de la educación), las 
medidas anunciadas hacían parte del paquete general planteado en su programa de 
gobierno. La novedad principal fue la propuesta de crear una Comisión de Verdad 
Histórica y Nuevo Trato (CVHNT), que estaría encargada de elaborar una política de 
Estado específica para los pueblos indígenas.  
Creada en el 2001 y presidida por Patricio Aylwin, la CVHNT estuvo 
también integrada por representantes indígenas y por conocedores de la problemática 
de los pueblos originarios.
49
 El objeto de la Comisión era “informar acerca de la 
historia de la relación que ha existido entre los Pueblos Indígenas y el Estado”, y 
“sugerir propuestas y recomendaciones para una nueva política de Estado que 
[permitiera] avanzar hacia un Nuevo Trato entre el Estado, los Pueblos Indígenas y 
toda la sociedad chilena”50.  
A tres años de su fundación,  la CVHNT presentó un informe donde se 
reconoció a los primeros pueblos aborígenes de Chile, clarificando que el objetivo 
principal de las políticas republicanas del siglo XIX y XX hacia los pueblos indígenas 
había sido la integración a la nación, meta que a la postre generó una vulneración de los 
                                                                                                                                                                     
no discriminación racial por medio de una nueva institucionalidad jurídica que favorecería la 
participación de los indígenas en la sociedad y el respeto al cumplimiento de sus derechos. 
48
 Comparar Programa de Gobierno de Ricardo Lagos Escobar 2000-2006.p.31. 
49
 Comparar Yáñez, Nancy y Aylwin, José (comps). El gobierno de Lagos, los pueblos indígenas y el 
“nuevo trato”: las paradojas de la democracia chilena. Santiago: Observatorio de derechos de los 
pueblos indígenas, 2006. p.12. 
50
 Citado Yáñez, Nancy y Aylwin, José (comps). El gobierno de Lagos, los pueblos indígenas y el 
“nuevo trato”: las paradojas de la democracia chilena. p.19. 
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derechos y de la cultura de las diversas etnias
51
. Dados esos efectos negativos, la 
Comisión sugirió que el Estado enmendara lo hecho, buscando un nuevo tipo de trato 
hacia los pueblos indígenas
52
. Este nuevo trato se traduciría en una política pública que 
debía incluir mejoras institucionales, en particular un perfeccionamiento del 
ordenamiento jurídico, con el fin de establecer las bases de una nueva relación con los 
indígenas y de apuntar a que los propósitos enunciados se hicieran realidad.
53
 
El informe de la CVHNT se refirió, en primer lugar, al tema de los derechos 
políticos, resaltando la necesidad de que representantes indígenas ocuparan curules en 
el Congreso. De igual manera, instaba a la participación de los indígenas en la 
integración y gestión del gobierno a nivel comunal y regional, así como al 
reconocimiento de las instituciones e instancias organizativas propias de cada uno de 
los pueblos indígenas. Además, consideraba necesaria la participación de los pueblos 
indígenas en la discusión, formulación, ejecución y evaluación de leyes, políticas y 
programas que afectaran sus culturas, instituciones, territorios y recursos.
54
 
En segundo lugar, el informe reconocía una serie de derechos territoriales y 
culturales. Entre ellos, identificó la demarcación de territorios indígenas y el derecho 
de esos pueblos a participar en la gestión de dichos espacios
55
. La CVHNT contempló 
también la imperante necesidad de incluir el derecho a la consulta previa, así como el 
derecho a participar en los beneficios sociales y económicos de las actividades 
                                                          
51
 La Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato cumplió en cierta medida con los objetivos de su 
constitución mas, en el informe presentado no se habló  por ejemplo sobre el contexto más reciente de 
las relaciones entre pueblos indígenas y el Estado chileno, lo que llama la atención dado que fue 
gracias a la coyuntura conflictiva que se presentaba para ese momento que Lagos decide crearla. Ello 
sugeriría que por conveniencia política no quiso mencionarse.  
52
 El nuevo trato debía inspirarse en “el respeto, la equidad, el mutuo reconocimiento, la justicia y la 
dignidad de todos sus miembros”. Citado en Yáñez, Nancy y Aylwin, José (comps). El gobierno de 
Lagos, los pueblos indígenas y el “nuevo trato”: las paradojas de la democracia chilena. p.20. 
53
 Comparar Yáñez, Nancy y Aylwin, José (comps). El gobierno de Lagos, los pueblos indígenas y el 
“nuevo trato”: las paradojas de la democracia chilena.  p.20. 
54
 Comparar Yáñez, Nancy y Aylwin, José (comps). El gobierno de Lagos, los pueblos indígenas y el 
“nuevo trato”: las paradojas de la democracia chilena.  p.20. 
55
 Para regular el tema del reclamo de las tierras mapuche, la Comisión planteó que fuera creada una 
Corporación de Reparaciones que esclareciera en cada caso la historia de la propiedad, determinando sí 
procedía que el Estado restituyera y/o compensara a las comunidades afectadas. Esta Corporación sería 
un ente que favorecería la conciliación y  promovería acuerdos. En el caso que no hubiera conciliación 
se propuso que debía acudirse a la expropiación de las tierras correspondientes mediante la ley. 
Comparar Yáñez, Nancy y Aylwin, José (comps). El gobierno de Lagos, los pueblos indígenas y el 
“nuevo trato”: las paradojas de la democracia chilena. p.21. 
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productivas realizadas en tierras y territorios indígenas, reconociendo incluso el 
derecho a otorgar compensaciones económicas por los daños causados cuando se 
llevaran a cabo tales actividades. En lo referente al reconocimiento de derechos 
culturales, la Comisión propuso que se permitiera que los pueblos indígenas tuvieran 
una educación diferenciada e intercultural. Se destacó también la necesidad de 
facilitar el empleo del derecho consuetudinario y del derecho propio de los pueblos 
indígenas.
56
 Como resultado de las recomendaciones del informe hecho por la 
CVHNT (sumado a los pronunciamientos de diversos organismos internacionales en 
el tema), en el 2004 se dio formalmente origen a una nueva política pública hacia los 
pueblos indígenas denominada “Política del Nuevo Trato”. Bajo esta nueva 
perspectiva, Lagos insistió con carácter de urgencia ante el Congreso en la necesidad 
de otorgarle reconocimiento constitucional a los pueblos originarios. Sin embargo, el 
contenido de esta reforma fue en realidad limitado. En el proyecto de ley no se hizo 
alusión a los derechos colectivos de los pueblos indígenas. Es más, se propuso 
restringir su derecho de autonomía y el ejercicio de sus culturas e identidades al 
marco constitucional para asegurar así una deseable unidad nacional.
57
 Esto ya iba de 
plano en contravención con lo estipulado en el Convenio 169 de la OIT, e incluso con 
las recomendaciones de la Comisión que su gobierno mismo fundó
58
.  
La política del “Nuevo Trato” tampoco recogió la propuesta inicial de la 
elección de representantes indígenas en el Congreso Nacional, en los gobiernos 
comunales y regionales. En lo concerniente a los derechos culturales, no fue incorporado 
el reconocimiento del derecho consuetudinario y el derecho propio indígena. La política 
se enfocó más bien en fortalecer la ley indígena vigente, a través de la utilización más 
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 Comparar Yáñez, Nancy y Aylwin, José (comps). El gobierno de Lagos, los pueblos indígenas y el 
“nuevo trato”: las paradojas de la democracia chilena. p.21. 
57
 Comparar Yáñez, Nancy y Aylwin, José (comps). El gobierno de Lagos, los pueblos indígenas y el 
“nuevo trato”: las paradojas de la democracia chilena. p.27. 
58
 El informe de la CVHNT limitó el derecho a la autonomía, como expresión del derecho de libre 
determinación, a los rapa nui, y de manera inexplicable quedaron las otras siete etnias marginadas. En 
la práctica, Lagos tampoco cedió en ese sentido, propuso impulsar una reforma constitucional para la 
creación de un estatuto especial de administración de la Isla de Pascua, en razón de “su situación de 
insularidad”. Así, se desechó  la recomendación de la CVHNT en relación a los rapa nui que 
contemplaba la ratificación por el Congreso del “Acuerdo de Voluntades“, suscrito por el Estado 
chileno con los jefes rapa nui en 1888, y el establecimiento de un estatuto de “autonomía” para la Isla 
de Pascua, en conformidad a los presupuestos normativos de dicho acuerdo.  
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efectiva de los mecanismos en ella considerados a favor de los indígenas.
59
 Así mismo 
se anunciaron una serie de medidas político-administrativas tendientes a impulsar un 
“desarrollo con identidad”60 que tendría como ejes la educación y el fortalecimiento 
socio cultural indígena, el fomento del desarrollo productivo indígena, y la restitución de 
tierras y aguas. Los dos primeros componentes se apoyarían fundamentalmente en el 
programa “Orígenes”61. En lo concerniente a la tierra, se propuso avanzar empleando los 
mecanismos existentes que serían el Fondo de Tierras y Aguas de CONADI. Así, Lagos 
desechó la idea de crear una Corporación de Reparaciones, como lo había propuesto la 
CVHNT.  
Con la CVHNT, Lagos abrió un espacio de participación aparente para los 
pueblos indígena. Sin embargo, dado que ciertos temas no fueron incluidos en el 
informe que la CVHNT le presentó al primer mandatario, una parte considerable de 
los pueblos originarios decidieron no apoyar en términos políticos las medidas del 
gobierno. Sin soluciones definitivas y satisfactorias a la problemática indígena, la 
desconfianza hacia el gobierno continuó y los pueblos indígenas, incluido el 
mapuche, decidieron reivindicar sus derechos apelando a acciones más radicales 
como las vías de hecho.  
Al término de su gobierno, Lagos no se comprometió totalmente con la 
solución de la problemática indígena. No solo no hubo un reconocimiento 
constitucional de los pueblos indígenas, sino que también se postergó la ratificación 
del Convenio 169 de la OIT. Además, pese a las recomendaciones formuladas en el 
2003 por el Relator de la ONU para los derechos humanos y libertades fundamentales 
de los indígenas, tampoco se hicieron reformas a la legislación sectorial (de tierras, de 
aguas, de minas etc.) que entraba en contradicción con los derechos indígenas
62
. Este 
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 Comparar Yáñez, Nancy y Aylwin, José (comps). El gobierno de Lagos, los pueblos indígenas y el 
“nuevo trato”: las paradojas de la democracia chilena. p.28. 
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 Citado en Yáñez, Nancy y Aylwin, José (comps). El gobierno de Lagos, los pueblos indígenas y el 
“nuevo trato”: las paradojas de la democracia chilena. p.28. 
61
 Orígenes es un programa de desarrollo integral para los pueblos originarios financiado con  recursos  
aportados por el Estado chileno y el Banco Interamericano de Desarrollo. El programa existe desde 
2001 y arrancó su segunda etapa en  noviembre del 2006. 
62
 Es importante recalcar que estas reformas hubieran podido ser aprobadas con los votos de los 
parlamentarios de la coalición gobernante. 
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gobierno, manteniendo una especie de fe ciega en que la inserción de la economía 
chilena en el mercado global conllevaría a la superación de la pobreza y 
colateralmente a la solución de la problemática indígena, facilitó la perpetuación de 




2.2 EL RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL DE LOS PUEBLOS 
INDÍGENAS VERSUS LA UNIDAD NACIONAL  
El país austral, en ninguna de sus cinco Constituciones Políticas, ha previsto la 
existencia de otras etnias con cultura propia. Estas decisiones políticas se soportan en 
el tratamiento que los gobiernos les han dado históricamente a los indígenas. Pasada 
la Pacificación de la Araucanía, se adoptó una política asimilacionista y se “siguió un 
proceso ex post de construcción de la identidad nacional, desarrollado a partir de la 
dominación cultural de las élites gobernantes”64. Ello ocasionó que la élite criolla le 
exigiera a los diversos grupos indígenas que abandonaran sus tradiciones y culturas, 
para que de manera individual pudieran ser considerados como ciudadanos con 
derechos. Es decir, desde hace mucho tiempo, no se contempla a los pueblos 
indígenas como sujetos con algún tipo de derechos específicos, como hoy se 
promulga en varios instrumentos jurídicos internacionales.  
El reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas ha sido un tema 
debatido en Chile desde que el país regresó a la democracia. El tema hizo parte de las 
demandas que se contemplaban en el Acuerdo Nueva Imperial, y el gobierno de 
Alwyn, en concordancia con lo pactado, presentó una propuesta de reforma 
constitucional al Congreso en 1991. Pero ésta no salió adelante durante el gobierno de 
Alwyn, así que, finalizando el gobierno de Frei, un grupo de Diputados presentó en 
1999 un nuevo proyecto de reforma constitucional que reforzaría el proyecto 
presentado por el gobierno anterior.
65
 Este proyecto fue de nuevo  rechazado en 
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 La existencia de este modelo de desarrollo le ha generado a los pueblos indígenas más problemas 
que beneficios en múltiples sentidos, más adelante se profundizará en ese aspecto. 
64
 Ver Instituto Igualdad. Informe Minuta legislativa número 33.2010. p.6.  
65
 Comparar  Toledo, Llancaqueo, Víctor. “La transición chilena y el compromiso de reconocimiento 
de los derechos de los pueblos indígenas 1989-2006”. Santiago de Chile: Centro de políticas públicas 
y derechos Indígenas, 2006. p.6. 
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octubre del 2000, durante el gobierno de Ricardo Lagos. En el período que este 
último líder gobernó fueron ingresados a trámite en el Congreso Nacional de Chile 
dos proyectos legislativos más, uno en el año 2000 y otro en 2006. Ambos hacían 
referencia al reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas y se originaron 
en mociones parlamentarias de Diputados y de Senadores
66
.   
Las dos iniciativas que se formularon en el gobierno de Ricardo Lagos 
apuntaban a hacer un reconocimiento de los pueblos indígenas, más con el propósito 
de realizar  una mención moral que para hacer un reconocimiento real de sus 
derechos propios
67
. Los proyectos de ley estaban vacíos en lo referente al contenido 
de los derechos que se reconocían y trivializaban la diversidad presente en el 
territorio chileno, puesto que basándose en argumentos relativos a la indivisibilidad 
de Chile no se aceptaba que a estos pueblos se les pudiera otorgar derechos relativos a 
la autonomía y autogobierno sobre sus territorios. Así, se continuaba perpetuando la 
situación de discriminación presente en la historia chilena, ubicando a Chile al 




Aunque en el 2005 Ricardo Lagos logró hacer modificaciones importantes a 
la Constitución diseñada durante la dictadura y promulgada en 1980, dentro del 
paquete de las reformas planteadas, el Senado no aprobó el aparte referente al 
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 Dado que el proyecto de Ley presentado por Alwyn fue desaprobado definitivamente en el año 2000, 
el tema del reconocimiento indígena fue reintroducido por Lagos, junto con una serie de reformas 
constitucionales en un proyecto de Ley, que sería revisado en el parlamento en 2006.  
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 En octubre de 2001, el gobierno de Lagos dio un giro frente a la postura que se había mantenido en 
relación al reconocimiento de derechos de los pueblos originarios, al proponer un reconocimiento 
constitucional parcial mediante la introducción de un inciso por el cual se establecía que “la Nación 
chilena era una e indivisible”. Con esta adición, el ejecutivo buscaba no otorgar derechos tales como la 
autonomía y autogobierno para prevenir una eventual e hipotética intención separatista de cualquier 
grupo indígena. El llamado a una unidad nacional, que premeditadamente desmedraba los derechos de 
las primeras naciones, da cuenta del miedo permanente de una parte de las élites chilenas hacia el otro 
que es distinto y que es también sujeto de derechos. Ver Citado en Toledo, Llancaqueo, Víctor. “La 
transición chilena y el compromiso de reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas 1989-
2006”.p.7. 
68
 Adicionalmente, ninguno de los proyectos se pensó desde un diálogo con las diversas etnias, es 
decir, no se recogió la propuesta indígena y los procesos fueron inconsultos. Esta reiterativa falta de 
consideración fue posteriormente criticada por Rodolfo Stavenhagen, Relator de la ONU para los 
derechos humanos y libertades fundamentales de los indígenas, en su emblemática visita en 2003. 
Comparar Instituto Igualdad. Informe Minuta legislativa número 33.p.4. 
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reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas chilenos. En cambio, el 
Congreso en pleno sí favoreció en el 2006 (días antes de que se llevara a cabo la 
segunda vuelta en las elecciones para presidente), la modificación al artículo primero 
de la Constitución Política de 1980, referente a la indivisibilidad de la nación chilena. 
¿A que puede atribuirse estas decisiones? ¿Cómo es que los gobiernos de la 
Concertación resultan incumpliendo lo pactado en sus planes de gobierno? 
La falta de consecución de acuerdos profundos entre las fuerzas políticas 
chilenas con respecto a varios temas
69
, han sido causados por la apelación que han 
hecho a la herramienta del veto, los congresistas de la coalición de la Alianza por 
Chile ahora Coalición por el cambio
70
.  
Los argumentos de la derecha  para detener los avances en materia indígena 
se basan en que la reivindicación de derechos como el autogobierno y la recuperación 
territorial, especialmente por parte del pueblo mapuche, es una idea radical que 
asume contornos insurreccionales y que tiene por contexto un conflicto nacionalista, 
razón por la cual se hacen incluso analogías con el escenario vasco en el Estado 
español.
71
 Se presume que el reconocimiento de derechos a los pueblos indígenas, en 
concordancia con la dinámica internacional y latinoamericana, llevaría en el contexto 
chileno a una guerra civil, en la que los mapuche buscarían la secesión del Estado. 
Por esa razón, se invalida la movilización mapuche, rotulándola como una amenaza 
antisistémica que debe controlarse.  
La derecha chilena, al considerar la cuestión indígena como un problema 
“inventado” que perjudica la unidad nacional (elemento central en su concepción de 
país), no reconoce al pueblo mapuche como actor o interlocutor con demandas 
válidas. La derecha reconoce a los mapuche como chilenos con algunas 
                                                          
69
 Específicamente para el caso indígena la falta de reconocimiento constitucional de los pueblos 
originarios y el aplazamiento continuo de la ratificación del Convenio 169 de la OIT (que se da a fines 
de 2008 en el gobierno de Bachelet). 
70
 Coalición que agrupa a los partidos de corte conservador y liberal de derecha. Surge en el marco del 
“plebiscito del No” apoyando al régimen. En la actualidad está compuesta por los partidos Unión 
Demócrata Independiente (UDI) y Renovación Nacional (RN) (partidos que originalmente 
pertenecieron  a  la coalición política Alianza por Chile). Y por el partido político Chile Primero (CH1) 
y  los movimientos Norte Grande y Humanista Cristiano (MHC). 
71
 Comparar Benavente, Andrés. “Las conexiones políticas en el conflicto mapuche”. En: Serie 
Informe político Número 71, Instituto Libertad y Desarrollo. (2001).p.11. 
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características diferenciales, pero de ninguna manera acepta la idea de una ciudadanía 




La idea de un consenso para incubar una convivencia democrática ha 
significado que al interior de la Concertación haya sido clausurado el debate en varios 
temas sensibles como el indígena. Bajo la idea de mantenerse en el poder, se ha 
pretendido construir un velo de fidelidad dentro de la coalición, que no incluye 
necesariamente un consenso al interior de la misma. Sin autocrítica, ni diálogo, los 
partidos que componen a la coalición cada vez se ocupan más de sus intereses propios 
y buscan exclusivamente mantenerse en el poder a través del sistema electoral vigente 




Así, pasados 20 años de democracia, la Concertación no logró estrenar 
Constitución Política y tampoco hizo un modelo económico más justo, igualitario e 
incluyente. El tema del desarrollo económico neoliberal es clave, puesto que los 
megaproyectos apoyados por los gobiernos democráticos han conducido a la 
negación reiterativa de derechos de los pueblos originarios. Estos megaproyectos se 
han materializado, sin que se haya consultado o informado a los pueblos indígenas 
afectados, no se les ha solicitado su consentimiento y tampoco se les ha permitido 
participar en los beneficios generados por estas iniciativas privadas de desarrollo, lo 
que ha conllevado a que las comunidades involucradas se resistan constantemente 
hacia esos proyectos. 
La idea de los gobiernos democráticos ha sido que las demandas indígenas 
serán satisfechas sí la pobreza en Chile disminuye, algo que, a su juicio, puede 
lograrse con la ayuda de megaproyectos
74
. Es decir, la problemática mapuche se 
                                                          
72
 Comparar Van Bebber, Ríos, Andrés. “Estado-Nación y conflicto mapuche: aproximación al 
discurso de los partidos políticos chilenos”. En: Levy Bettina y Valcarce, Lorenc Federico (comps). 
Crisis y conflicto en el capitalismo latinoamericano. Buenos Aires: CLACSO, 2002.p.341. 
73
 Comparar Garretón, Manuel. “Fin de ciclo y perspectivas de centroizquierda”. En Hardy, Clarisa 
(comp). Ideas para Chile: aportes desde la centroizquierda. Santiago de Chile: LOM, 2010. p.10. 
74
 Durante los gobiernos de la Concertación se instalaron a nivel nacional megaproyectos relacionados 
con la expansión de la actividad forestal y con la energía hidroeléctrica a manos de la empresa SN 
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concibe en términos socioeconómicos antes que étnicos o políticos, reduciendo las 
soluciones a diseños desarrollistas, tales como fondos de tierras, planes de vivienda y 
programas educacionales y de entrenamiento. Además, las políticas implementadas 
enfatizan el acceso de individuos indígenas al mercado, más que el reconocimiento de 
estatus de pueblo soberano. Es claro el peso de los valores netamente neoliberales que 
distan mucho de ser congruentes con las demandas indígenas
75
. Esto explica en parte 
porqué los gobiernos se han rehusado a atender reclamos como la autonomía sobre el 
territorio, el auto gobierno y la representación colectiva en las entidades colegiadas 
del Estado.  
2.3 LA REPRESIÓN DE LAS ACCIONES DE PROTESTA RADICALES 
DE LOS MAPUCHE  
 
La movilización mapuche se ha trasformado con el paso de los gobiernos de la 
Concertación, especialmente con sus acciones y sus omisiones en materia indígena. 
La dilatación permanente al cumplimiento del Acuerdo Nueva Imperial, formulado 
durante los primeros gobiernos de la Concertación, pero retomado de una u otra 
forma manera sucesiva por los gobiernos subsiguientes, motivó a las comunidades 
mapuche y a diversificar sus repertorios de acción colectiva. A medida que las 
respuestas a las demandas indígenas se iban dilatando, los mapuche fueron 
recurriendo cada vez más a acciones de protesta cuestionables desde el punto de vista 
legal.  
Dentro del conjunto de repertorios de acción colectiva utilizados para 
visibilizar la causa mapuche, surgió la toma simbólica y fáctica de terrenos, e incluso 
                                                                                                                                                                     
Power de Noruega, Endesa de España y Colbún de Chile. Ya en territorio mapuche exclusivamente se 
instalaron  plantas químicas de tratamiento de aguas servidas, basurales desde principios de los 
noventas, proyectos pesqueros que afectaron directamente a la comunidad mapuche-huilliche 
Pepiukëlen de Pargua en 2004. Se conoce también que cursos de ríos han sido contaminados por 
plantas de celulosa (CELCO S.A. y Celulosa Arauco), siendo el caso más emblemático la 
contaminación del Sitio Ramsar Río Cruces en territorio de comunidades Lafkenche. Otro caso de 
discriminación ambiental ha sido la construcción del aeropuerto en Quepe en noviembre de 2006. 
75
 Comparar Richards, Patricia. “De indios y terroristas: Cómo el Estado y las élites locales construyen 
al sujeto mapuche en Chile”. En: Journal of Latin American Studies Number 42. Ed. University of 
Georgia, (2010).p.76. 
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la quema de cosechas y bienes inmuebles presentes en los territorios que 
históricamente le pertenecieron a este pueblo, pero que, con el proceso de 
consolidación de la República de Chile, se convirtieron en propiedad de terceros.  Los 
efectos sobre la propiedad privada de ese tipo de acciones emprendidas por los 
mapuche han generado conflictos serios entre los indígenas y el Estado chileno.  
Ante la radicalización de la protesta mapuche, la reacción judicial por parte 
de todos los gobiernos de la Concertación ha sido la de apelar inicialmente a la Ley 
de Seguridad Interior del Estado número 12.927 y posteriormente a la Ley 
antiterrorista número 18.314
76
. Dicha reacción judicial del Estado chileno se ha 
fundado en la idea de una necesaria existencia de unidad nacional para preservar la 
seguridad del Estado.
77
 Este tipo de tratamiento se ha traducido en la existencia de 
una Política Penal especial (puesto que las acciones de las distintas autoridades del 
Estado comparten una finalidad común y una coordinación de medios), dirigida a la 
contención de las acciones ilícitas relacionadas especialmente con las demandas 
mapuches sobre sus tierras ancestrales.
78
 Así entonces, ha resultado estigmatizándose 
como violenta y e incluso como terrorista una demanda en principio legítima por el 
reconocimiento y la aplicación efectiva de derechos para los indígenas. Esto ha 
conducido en varios momentos a la extralimitación de poderes del Estado en los 
procesos judiciales llevados a cabo por el aparato judicial, generando poca seguridad 
jurídica para los afectados
79
.  
                                                          
76
 De ambas legislaciones se sirvió el régimen militar en el pasado para acallar a sus opositores. La Ley 
de Seguridad Interior del Estado número 12.927 se constituye como uno de los instrumentos jurídicos 
de carácter excepcional usados en el marco del conflicto mapuche. Dicha ley posee características más 
propias de los regímenes de excepción, que de una situación de normalidad constitucional en un 
sistema democrático. Por ejemplo: incorpora procedimientos propios de la justicia militar, incluye 
mayores poderes de discrecionalidad a los jueces en la valoración de las pruebas, y restringe las 
posibilidades de impugnar la sentencia definitiva. Comparar Federación Internacional de Derechos 
Humanos FIDH. Informe Misión Internacional de Investigación “La otra transición chilena: derechos 
del pueblo mapuche, política penal y protesta social es un Estado Democrático”.2006.p.51. 
77
 Comparar Observatorio de DDHH Universidad Diego Portales. Informe  anual sobre los  DDHH en 
Chile. Aparte “Derechos humanos de los indígenas” 2003.p.329. 
78
 Comparar Federación Internacional de Derechos Humanos FIDH. Informe Misión Internacional de 
Investigación “La otra transición chilena: derechos del pueblo mapuche, política penal y protesta 
social es un Estado Democrático”.2006.p.25. 
79
 La aplicación de las leyes en mención se ha orientado a la persecución de hechos y grupos a los que 
se les atribuye el intento de “desestabilizar al gobierno constitucional” y/o “generar pánico en la 
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La represión por la vía legal de las protestas radicales de los mapuche ha 
sido una constante durante todos los gobiernos de la Concertación. El gobierno de 
Alwyn, fue el primero en criminalizar las acciones contestatarias del pueblo mapuche. 
En 1992, el Ministerio del Interior entabló una acción judicial en contra de 144 
integrantes del Consejo de Todas las Tierras
80
, por actos de recuperación de tierras en 
conflicto. Los imputados fueron condenados por los cargos de usurpación y 
asociación ilícita a distintas penas de reclusión, bajo la legislación de pena ordinaria. 
En el gobierno de Frei, en tres momentos se interpusieron querellas basadas en la Ley 
de Seguridad Interior del Estado. Adicionalmente, fueron interpuestas algunas otras 
querellas por parte de empresas forestales
81
.  
Con el tiempo las acciones de protesta mapuche fueron rotulándose cada vez 
más como “terroristas”. Ello permitió que el Estado chileno pudiera hacer uso de la 
Ley antiterrorista, con el objeto de reprimir ciertas conductas que de otro modo se 
entenderían como delitos de carácter ordinario bajo la legislación general. Esta ley es 
útil para la gobernabilidad del Estado, en razón a ciertos poderes especiales que 
ofrece y a la diferenciación que establece frente al régimen penal asociado a los 
delitos de carácter ordinario. Primero que todo, la ley impone sanciones más graves 
por las faltas cometidas y le ofrece a la parte acusatoria más poderes para investigar
82
. 
La ley contempla también la posibilidad de acudir a “testigos sin rostro”, la 
interceptación de llamadas, la posibilidad de detención preventiva antes de poner a 
los acusados a disposición del juez y “la exigencia de unanimidad de los jueces de 
apelación para la sustitución de la prisión preventiva por medidas cautelares 
                                                                                                                                                                     
población”. Comparar Observatorio de DDHH Universidad Diego Portales. Informe  anual sobre los  
DDHH en Chile. Aparte “Derechos humanos de los indígenas 2003”.p.331. 
80
 El Consejo de Todas las Tierras o Aukiñ Wall Mapu Ngullam en mapudungun, es una organización 
indígena mapuche que surge en 1990, hija de la organización Ad Mapu que nace durante el régimen 
pinochetista. El Consejo de Todas las Tierras ha tenido un papel de suma importancia durante la 
democracia, en lo que respecta a la vocería de la movilización indígena. Parte de las estrategias que 
emplean para la reivindicación de derechos y de tierras  ha sido la ocupación de fundos.  
81
 Un caso emblemático en este gobierno fue la quema de maquinaria en el camino Lumanco- Purén 
que estaba siendo utilizada para la construcción de la hidroeléctrica de Ralco en territorio mapuche 
pehuenche. Como resultado de esta acción, doce mapuches fueron detenidos de manera preventiva y 
solo cinco fueron finalmente condenados. 
82
 Entre dichos poderes se encuentra la posibilidad de prorrogar el secreto de actuaciones, registros o 
documentos en la etapa de investigación por períodos de hasta seis meses. 
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personales”83. Por último, según dicha ley, cuando el delito cometido se califica como 
“terrorista”, no existe la posibilidad de indulto, pues así lo determina la Constitución 
Política de 1980 en su artículo noveno.  
El hecho de que la Ley antiterrorista sea aplicada para reprimir conductas al 
margen de la ley relacionadas con la reivindicación de tierras ha causado una serie de 
respuestas por parte de múltiples organismos no gubernamentales internacionales de 
defensa de los derechos humanos. Estos han considerado que, con el empleo de la ley 
mencionada, Chile ha conocido un nuevo retroceso en materia de derechos humanos, 
sobre todo en la medida en que han aumentado las arbitrariedades a las que ha tenido 
que enfrentarse una minoría étnica.  
La ley antiterrorista ha sido criticada por tres razones. La primera de ellas se 
relaciona con la ambigüedad en la definición de acciones terroristas, que hace que 
exista poca claridad en las acciones que puede rotularse de esa manera. Esto conduce 
a problemas en cuanto a la proporcionalidad de las penas a las que deben someterse 
los imputados. Las cuatro situaciones en las que algunos comuneros mapuche se 
vieron envueltos en procesos judiciales a través de la ley antiterrorista durante el 
gobierno de Ricardo Lagos
84
, se relacionan con atentados contra bienes de propiedad 
privada. Ahora bien, en ningún momento las acciones cometidas por esos comuneros, 
atentaron contra la vida de personas, ni afectaron la integridad personal de alguien o 
limitaron su libertad (internacionalmente se ha acordado que estos serían los 
elementos constitutivos de una acción terrorista). Hay quienes consideran incluso que 
estos hechos tampoco podrían calificarse como de suma gravedad
85
.  
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 Ver Federación Internacional de Derechos Humanos FIDH. Informe Misión Internacional de 
Investigación “La otra transición chilena: derechos del pueblo mapuche, política penal y protesta 
social es un Estado Democrático”. p.25 
84
 Para el 2006, la Ley antiterrorista había sido invocada 14 veces. El gobierno de Alwyn la empleó en 
tres momentos para judicializar a miembros de organizaciones armadas ilegales que cometieron 
secuestro y asesinato. Es por ello que la Ley se modifica en 1991 para perfilar los delitos que se 
calificarían como terroristas. Posteriormente, en el 2002, se adaptaría la ley antiterrorista al nuevo 
procedimiento penal. En el gobierno de Ricardo Lagos es que se emplea la ley 13.314 exclusivamente 
para poner coto al “conflicto mapuche”. En ese período, llegaron a ser relacionados 10 casos, de los 
cuales, al término de este gobierno, cuatro ya habían finalizado con  el juzgamiento de los acusados. 
85
 En 1991, la ley antiterrorista fue modificada, incluyendo dentro de las tipificaciones de terrorismo al 
incendio simple. Hay quienes sostienen que la inclusión de este tipo menos grave de incendio es 
cuestionable dado que no implica una amenaza directa o deliberada contra la vida, libertad o integridad 
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Una segunda crítica se refiere a que los imputados de delitos de terrorismo, 
gracias a la legislación a la que apelan los entes acusadores, no han contado con el 
derecho a un debido proceso y a un juicio justo. El derecho internacional con 
referencia a este punto clarifica que, incluso ante circunstancias excepcionales, no 




Por último, también se reprocha el hecho de que haya habido selectividad de 
los casos tratados en el uso de la ley. Acciones similares, realizadas en contextos 
diferentes, relacionadas y no relacionadas con la causa mapuche, han conducido a 
sanciones divergentes. Esto daría cuenta de una discriminación en la administración 
de justicia, lo que ha generado inseguridad jurídica para el pueblo mapuche.
87
 
En el año 2000, el gobierno de Lagos comenzó a hacer uso de la ley 
antiterrorista para perseguir a los mapuche involucrados en actos de protesta en el 
marco de los conflictos territoriales al sur del país. En ese momento, diferentes 
actores de sectores políticos y económicos instaron al gobierno a aplicar el máximo 
rigor de la ley en contra del pueblo mapuche
88
. Pero la utilización de leyes 
antiterroristas parece desproporcionada para perseguir los delitos que los mapuche 
pueden haber cometido al reivindicar sus derechos. Desde luego, al calificar de 
                                                                                                                                                                     
física de alguien. Sin ánimo de justificar de alguna manera el empleo de vías de hecho es relevante 
mencionar que es de público conocimiento que la quema de fundos hace parte de las estrategias 
empleadas por los mapuche para reivindicar su territorio. Es por esta razón y no por otra que se incluye 
en la tipificación del delito terrorista en la legislación chilena. Comparar Federación Internacional de 
Derechos Humanos FIDH. Informe Misión Internacional de Investigación “La otra transición chilena: 
derechos del pueblo mapuche, política penal y protesta social es un Estado Democrático”. p.33 
86
 Uno de los aspectos más criticados es el uso como fuente investigativa de “testigos sin rostro”. 
87
 Comparar Federación Internacional de Derechos Humanos FIDH. Informe Misión Internacional de 
Investigación “La otra transición chilena: derechos del pueblo mapuche, política penal y protesta 
social es un Estado Democrático”.”.p.35. 
88
 La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado emitió  un informe en junio de 2003 
en el que se señalaba que a causa de las acciones cometidas por los comuneros mapuche en contra de 
la propiedad agrícola y forestal de terceros y de la tolerancia del gobierno frente a dichas acciones 
consideraban que no debía regir el Estado de derecho en la Región IX de la Araucanía.  
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terrorismo a las demandas indígenas, el problema de la reivindicación de tierras 
pierde su connotación de conflicto social.
89
  
La aplicación de la ley antiterrorista se ha visto además acompañada de 
varias formas de represión por la fuerza, no siempre llevadas a cabo directamente por 
el Estado. Dentro de las acciones ejecutadas por agentes del Estado en contra de la 
movilización mapuche, ha habido excesos en el uso de la fuerza pública (de los 
Carabineros y de la Policía de Investigaciones, PDI). Por ejemplo, se han dado casos 
de allanamientos violentos en comunidades mapuches, afectando incluso a mujeres, 
ancianos y niños. Hace también parte del repertorio de acciones represivas, el empleo 
de armas letales por agentes policiales, algunas veces no identificados, en contra de 
los mapuche, sin que haya proporcionalidad en los medios de defensa por ellos 
utilizados. La restricción al derecho a la libre circulación de integrantes de las 
comunidades indígenas y la interrogación por parte de la PDI a niños aislados de su 
entorno familiar también han sido motivo de quejas. Igualmente, la presencia 
permanente de policías y personas de civil armadas no identificadas al interior de las 
comunidades, se ha constituido en una fuente constante de hostigamiento. Así mismo, 
el destrozo y apropiación indebida de bienes y documentación histórico-cultural 
relevada por las comunidades para fundamentar sus derechos ancestrales, constituye 
parte de las estrategias usadas por estos agentes del Estado para acallar las 
reivindicaciones.
90
 El uso  desmedido de la fuerza pública condujo también a que en 
noviembre de 2002, el joven Alex Lemún muriera en un acto de recuperación de 
tierras a manos de un carabinero. Todas estas acciones dejan entrever hasta qué punto 
los indígenas son considerados, no solo como una minoría que se opone al desarrollo 
económico y que subvierte el orden público, sino también como grupos peligrosos 
para la sociedad que merecen ser reprimidos por la fuerza
91
.  
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 Comparar Federación Internacional de Derechos Humanos FIDH. Informe Misión Internacional de 
Investigación “La otra transición chilena: derechos del pueblo mapuche, política penal y protesta 
social es un Estado Democrático”.p.34. 
90
 Comparar Observatorio de DDHH Universidad Diego Portales. Informe  anual sobre los  DDHH en 
Chile. Aparte “Derechos humanos de los indígenas 2007”.p.413. 
91
 La presencia armada del gobierno en los territorios mapuche se originó en 1997, cuando se produjo 
la quema de dos camiones que transportaban madera de propiedad de la Forestal Arauco a causa de 
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No necesariamente estas formas de represión estatal por la fuerza deben 
atribuírsele a una decisión de las cabezas de gobierno de la Concertación. La 
explicación a los excesos del cuerpo de carabineros y de la PDI (dirigidas por las 
instrucciones del Ministerio Público como ente acusador) podría radicar en la 
independencia conseguida por estas corporaciones, en buena medida gracias al legado 
del régimen dictatorial. 
Tampoco hay que soslayar otras acciones represivas relacionadas con la 
violencia promovida por algunas empresas que realizan actividades en los territorios 
mapuche
92
. Por ejemplo, en el caso de las empresas forestales, su respuesta frente a 
las protestas mapuche ha sido la de contratar personal armado que custodie los 
terrenos que actualmente les pertenecen, perseguir a los líderes de la causa indígena y 




Todas estas formas de represión por la fuerza –las estatales y las no 
estatales– no parecen ser consensuadas con los gobiernos de turno y más bien resultan 
de acciones efectuadas por agentes que escapan al control del Estado central chileno. 
Sin embargo, la represión ha tenido consecuencias en términos de la solución a la 
cuestión mapuche, puesto que lo que todo avance en el diálogo con los indígenas se 
                                                                                                                                                                     
una disputa territorial por el fundo Pidenco, terreno que perteneció a comunidades de la zona En ese 
momento, el Ministerio Público acusó a un grupo de comuneros que, luego de ser juzgados por la Ley 
de Seguridad Interior del Estado, cargaron con una pena equivalente a cinco años de prisión. 
92
 Tanto en algunos comunicados mapuche  como en el material audiovisual encontrado (que apoya 
esta movilización), se aduce que agentes del Estado han apoyado por ejemplo a las compañías 
forestales y su personal armado para entre otras, evitar ciertas acciones de las comunidades indígenas 
que se han visto directamente afectadas con la actividad económica de esas compañías. Un caso 
memorable es el de  la documentalista Elena Varela  quien en 2004 estaba haciendo un documental de 
denuncia sobre la problemática mapuche al sur del país y del papel cumplido por las forestales en esta. 
Dado a su cercanía con la movilización mapuche posteriormente se le acusó de ser la autora intelectual 
de un robo a un banco en Temuco y de haber participado en un robo con homicidio en 2005  (en ambos 
actos presuntamente habrían participado comuneros mapuche). Estuvo presa preventivamente  y fue 
declarada inocente  hasta abril de 2010, la documentalista  y el otro grupo de acusados afirmaron en su 
defensa que el Ministerio Público había hecho un montaje pretendiendo deslegitimar una movilización 
legítima.  
93
 Proyectos productivos como los de las forestales han encontrado una importante resistencia en el 
pueblo mapuche del sur. Esto ha conducido a manifestaciones públicas, ocupaciones de predios y 
cierre de caminos. Por medio de estas estrategias, los mapuche han exigido que se retiren las grandes 
compañías del territorio usurpado y que el Estado chileno actúe de acuerdo con lo pactado en el 
Acuerdo Nueva Imperial y según la jurisprudencia internacional en materia indígena. Comparar 
Universidad de la Frontera. Los derechos de los pueblos indígenas en Chile. p. 209. 
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ha visto afectado negativamente por los excesos en el uso de la fuerza pública o por la 
violencia promovida por los grupos empresariales ejecutores de los megaproyectos.  
 
2.4. LA PRESIÓN DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL 
 
Dado que la demanda indígena y la movilización mapuche ha tenido un eco modesto 
en el escenario político chileno, la causa mapuche se ha ido internacionalizando, 
incidiendo así en la forma como la cuestión mapuche se ha ido discutiendo dentro de 
Chile
94
. La visita en julio de 2003 de Rodolfo Stavenhagen, Relator de Naciones 
Unidas para los derechos humanos y libertades fundamentales de los indígenas, fue 
una muestra de la “presión desde arriba”95 que buscó ejercer la movilización indígena 
y mapuche sobre el Estado chileno. Desde luego, la misión de la ONU fue motivada 
por las diversas denuncias que formularon organizaciones indígenas mapuche y 
entidades no gubernamentales (como la FIDH y Human Rights Watch) en relación a 
la violación de los derechos de los pueblos indígenas en Chile.  
Las entidades no gubernamentales de derechos humanos comenzaron a sentar 
su posición  frente a la situación indígena y mapuche un poco antes de que se iniciara el 
gobierno de Ricardo Lagos. Entre 1998 y 2006, la Federación Internacional de Derechos 
                                                          
94
 La presión internacional cumple un papel significativo para forzar a los Estados a que hagan un 
debido cumplimiento de los derechos reconocidos a la ciudadanía en escenarios diversos. Autores 
como Keck y Sikkink, hablan del “efecto bumerán” para referirse a los procesos a través de los cuales 
actores domésticos dejan de  dirigir sus acciones hacia un Estado, para pasar a buscar directamente una 
conexión con actores internacionales que les servirán de aliados y harán visibles su causa más allá de 
las fronteras del Estado en cuestión. La interacción de movimientos sociales y ONGs domésticas, 
organismos internacionales, fundaciones donantes y gobiernos occidentales conforman lo que Keck y 
Sikkink nombran como redes trasnacionales de defensa. El “efecto bumerán” explica como la presión 
internacional hacia un Estado influye en los cambios de la aplicación de los derechos humanos que 
éste haga, usando como base a la teoría de la socialización de las normas y la teoría de las redes.  
95
 Por medio del “efecto bumerán” existen dos tipos de presión que pueden  ejercerse sobre un Estado. 
La primera de ellas se denomina “presión desde arriba”, la cual existe cuando los grupos de oposición, 
las ONGs y los movimientos sociales domésticos se conectan con movimientos transnacionales y con 
ONGIs, que luego convencen a las Organizaciones Internacionales Gubernamentales (OIGs) de 
derechos humanos, a los grupos de donantes y/o a las grandes potencias de que presionen al Estado 
que viola la norma. La “presión desde abajo” es aquella que nace desde el interior, desde lo local hacia 
un Estado. Esta se da en el momento en que las redes trasnacionales de defensa surten accesos, 
influencias, información, y en ocasiones dinero a los grupos domésticos en actividad. En este escenario 
las conexiones internacionales pueden incentivar el incremento de las demandas de los grupos 
domésticos, lo que facilita que surjan nuevos espacios para la discusión de tópicos lo que fortalece las 
demandas en la escena doméstica. 
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Humanos (FIDH) envió en tres oportunidades misiones de observación y presentó 
informes al respecto. El primero de ellos, publicado en 1998 (durante el gobierno de 
Frei), puso el acento en el impacto de la construcción de centrales hidroeléctricas en el 
Alto Bio Bio en el territorio de los mapuche pehuenche. El segundo informe salió en el 
2003 y dio cuenta de la vulneración a los derechos humanos de los mapuche a causa 
de grandes proyectos de inversión, como la explotación forestal y específicamente el 
proyecto hidroeléctrico Ralco. En abril del 2006, a un mes de haberse posicionado 
Michelle Bachelet, la FIDH entregó un tercer informe sobre la aplicación de la 
legislación especial antiterrorista contra líderes y activistas mapuche o vinculados con 
este pueblo.  
Human Rights Watch es la otra entidad internacional que se ha pronunciado 
sobre la situación de derechos indígenas en Chile, junto al Observatorio de Derechos 
de los Pueblos Indígenas que depende de la Universidad de Chile. Ambos se han 
enfocado en las violaciones a los derechos de los mapuche causadas por el empleo de 
la ley antiterrorista en el contexto de los conflictos por la tierra, así como en 
situaciones de abuso ejercidas por tribunales militares sobre civiles mapuche 
acusados de cometer actos de violencia en contra de la policía. 
En el informe del Relator de la ONU que visitó a Chile en el 2003 se 
resaltaron problemáticas relacionadas con la propiedad de la tierra y la 
territorialidad
96
 y se mencionaron los efectos que han generado los grandes proyectos 
de desarrollo sobre las comunidades indígenas
97
. Así mismo se hizo referencia al 
tratamiento judicial y a la vulnerabilidad del debido proceso al que se vieron 
sometidos algunos comuneros mapuche cuando reivindicaron el derecho a sus tierras. 
De igual manera, se enfatizó en la violencia física y verbal que ejerce la fuerza 
pública permanentemente contra los mapuche al interior de las comunidades mismas 
y se reprochó la muerte de Alex Lemún, así como la falta de compromiso del 
                                                          
96
 El Relator sostuvo que el Fondo de Tierras (solución que formula el Estado chileno para mitigar el 
conflicto de tierras), resultó insuficiente dado el aumento especulativo de los precios de la tierra y la 
demora en las tramitaciones.  
97
 Incluidos el by pass de Temuco, la carretera de la costa y la construcción de represas.  
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gobierno para resarcir este hecho.
98
 
Adicionalmente, Stavenhagen afirmó que la problemática indígena en Chile 
se daba “en un marco legislativo ambiguo y poco conducente”99 que  no protegía las 
identidades de los pueblos originarios. Y a modo de conclusión, el informe enunció 
una serie de recomendaciones, entre ellas el llamado a la introducción de reformas 
jurídicas como por ejemplo, el reconocimiento constitucional, la ratificación del 
Convenio 169 de la OIT y la revisión de la legislación sectorial (tierras, aguas, minas 
etc.) incompatible con la Ley Indígena
100
. Al respecto, Stavenhagen exhortó a que 
“[primara] el principio de la protección de los derechos humanos de los pueblos 
indígenas por encima de intereses comerciales y económicos particulares
”101
. 
Posteriormente, dada la persistencia en la desprotección de derechos de los 
pueblos indígenas por parte del Estado chileno, en diciembre de 2004, el Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU se dispuso a examinar los 
informes presentados por el Estado chileno en relación a los artículos 16 y 17 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, previamente 
suscrito por Chile. Las críticas y recomendaciones que se plantearon concordaron con 
lo planteado por la misión liderada por Stavenhagen. De hecho, dentro del grupo de 
recomendaciones se reiteró la necesidad de que sean plenamente tenidas en cuenta las 
recomendaciones formuladas por el Relator Especial sobre la situación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas en el territorio 
chileno.  
Las recomendaciones y críticas de los distintos organismos y ONG 
internacionales son muy similares. De hecho, todas ellas se han retroalimentado unas 
a otras a lo largo del tiempo. Y desde luego, la intervención de actores externos ha 
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 Comparar Yáñez, Nancy y Aylwin, José (comps). El gobierno de Lagos, los pueblos indígenas y el 
“nuevo trato”: las paradojas de la democracia chilena. p.22-23. 
99
 Citado en Yáñez, Nancy y Aylwin, José (comps). El gobierno de Lagos, los pueblos indígenas y el 
“nuevo trato”: las paradojas de la democracia chilena. p.24. 
100
 Las recomendaciones apuntaron también hacia: la no criminalización de las legítimas actividades de 
protesta o demanda social indígena; el uso de la consulta previa como herramienta para la ejecución de 
proyectos de desarrollo en territorio indígena; y la creación de una institución encabezada por un 
“defensor del pueblo” que vele y proteja  a la ciudadanía en materia de derechos humanos. 
101
 Ver Stavenhagen, Rodolfo. Informe  del Relator Especial sobre  la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas en Chile. parágrafo. 59. 
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incidido en la transformación del contexto de oportunidades políticas para la 
movilización de los mapuche. Al respecto, no hay que olvidar que, las presiones 
internacionales de diferente índole contribuyeron a que el gobierno de Lagos fundara 
la CVHNT y a que fuera formulada una Política de Nuevo Trato
102
.  
                                                          
102
 El informe presentado por la Misión dirigida por Stavenhagen se le envió al gobierno de Chile en 
2003. Este  se tomó un año en darle respuesta al Relator y tampoco difundió públicamente el informe. 
De hecho, fue el Programa de Derechos Indígenas de la Universidad de la Frontera quien se lo dio a 
conocer a la opinión pública en febrero de 2004. 
  43 
3. EL GOBIERNO DE BACHELET: UN NUEVO INTENTO DE 
RENOVACIÓN DE LA POLÍTICA ESTATAL HACIA LOS INDÍGENAS DE 
CARA LAS FUERZAS DEL CONSERVADURISMO CHILENO 
 
En el presente capítulo procedo a dar cuenta de la oscilación y los cambios que hubo 
durante el gobierno de Bachelet en el tratamiento dado a la cuestión indígena. El 
capítulo comienza explicando la política indígena diseñada por la presidenta, 
evaluando sus alcances y limitaciones. Luego se revisa la influencia que tuvo el 
legislativo y la oposición en ciertos avances que se dieron para el reconocimiento de 
la demanda indígena y mapuche. Y para finalizar, se hace un balance de la apelación 
a la ley antiterrorista para judicializar a indígenas mapuche y se mencionan las 
recomendaciones que hizo James Anaya en 2009 con relación a la entrada en vigencia 
del Convenio 169 de la OIT y a la consulta previa.  
 
3.1 LA RENOVACIÓN DEL PACTO CON LOS PUEBLOS INDÍGENAS  
 
En la segunda vuelta de los comicios presidenciales (enero de 2006), la entonces 
candidata Michelle Bachelet estableció con algunos representantes de los pueblos 
originarios un diálogo sobre sus derechos. De ese encuentro surgió el "Acuerdo de 
Nueva Imperial II", en clara alusión al acuerdo previo propuesto también en plena 
campaña presidencial por Patricio Alwyn. Este nuevo acuerdo no planteaba por 
demás una ruptura, sino más bien una continuidad frente al gobierno de Lagos. En 
efecto, Bachelet se comprometió a continuar por la senda del “Nuevo Trato” que 
ofreció el ex mandatario chileno  (y compañero de partido), pretendiendo de paso 
cumplir con los compromisos pendientes contraídos
103
. Con todo esto, se reiteraba la 
deuda que se tenía con los pueblos originarios y se establecía el camino a seguir. 
Ya como mandataria, en el 2006, Bachelet convocó al Debate Nacional de 
los Pueblos Indígenas (de donde surgió el Acta de Quepe), y al Congreso Nacional 
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 El programa de gobierno se refiere a los compromisos relacionados con el Fondo de  Tierras y 
Aguas y el Fondo de Desarrollo Cultural de la CONADI.  
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Indígena en Santiago. Y en mayo de 2007, la presidenta chilena planteó la Nueva 
Política Indígena, estructurada a partir de cinco ejes centrales de participación de los 
pueblos originarios. Estos serían prácticamente los mismos  ejes que compondrían la 
política indígena de su gobierno, denominada “Re-Conocer: Pacto Social por la 
Multiculturalidad” y promulgada a fines de abril de 2008.  
Esta política de gobierno, formulada a quince años de la expedición de la 
Ley Indígena, planteó una autocrítica e intentó rediseñar dicha legislación. La política 
priorizó los derechos de los pueblos originarios, y los articuló a un ejercicio de la 
sociedad en su conjunto
104
. Además, la nueva política pretendió institucionalizar el 
tema indígena en toda la estructura estatal de manera transversal, adecuándola así 
para la aplicación del Convenio 169 de la OIT.
105
 
El plan de acción de la política indígena de Bachelet se pensó tanto para 
avanzar en los puntos más apremiantes a resolver en materia indígena durante los dos 
años restantes de gobierno, como para allanar el camino de implementaciones que 
deberían llevar a cabo los gobiernos venideros. El pacto fue distribuido en tres ejes de 
acción. El primero de ellos se refería al sistema político, los derechos y la 
institucionalidad. Allí se incluyeron temas como: el reconocimiento constitucional
106
, 
la ratificación del Convenio 169
107
, la participación de representantes indígenas en el 
Congreso y en los Concejos regionales y locales; el reconocimiento y la expresión en 
nuevos ordenamientos legales del derecho sobre recursos naturales en las Áreas de 
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 No hay que olvidar que a la sociedad chilena en general todavía le cuesta reconocer la 
multiculturalidad de su nación. 
105
 Comparar Servicio Nacional del Consumidor. Balance programático Michelle Bachelet 2006-2010. 
Disponible en http://www.sernac.cl/acercade/Resumen%20Program%C3%A1tico%202006-2010.pdf   
Fecha de consulta 22 de julio de 2011.p.91  
106
 Bachelet planteó elaborar un texto en conjunto con los dirigentes indígenas sobre la cuestión del 
reconocimiento constitucional para presentarlo al Congreso. Vale la pena recordar que, en lo 
concerniente a esta demanda indígena, durante su campaña, Bachelet llegó a criticar la no inclusión de 
dicha iniciativa de reforma constitucional en el paquete de reformas aprobadas en septiembre de 2005, 
durante el gobierno de su compañero de partido. Comparar “Estoy contigo” Programa de Gobierno 
Michelle Bachelet 2006-2010.p.91 
107
 Bachelet aseguró también que ella le daría relevancia a los compromisos internacionales en materia 
de derechos indígenas, lo cual se vería reflejado en el apoyo a la propuesta de Naciones Unidas. En ese 
mismo sentido, Bachelet afirmó que se  fortalecería la relación de Chile con el Fondo para el 
Desarrollo de los Pueblos Indígenas de América Latina y el Caribe, y que para estos efectos, serían 
nombrados representantes indígenas en los organismos internacionales. 
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Desarrollo Indígenas y en las tierras indígenas, la creación de la figura del Defensor 
del Pueblo; y la creación de una Subsecretaría de Asuntos Indígenas y de un Consejo 
de Pueblos Indígenas
108
.   
El segundo eje de acción se refirió al desarrollo integral de los pueblos. Este 
se materializaría en la respuesta del Estado hacia la demanda de tierras, su entrega y 
gestión, y el perfeccionamiento de las “Áreas de Desarrollo Indígena”109.  
El tercer eje se centró en la multiculturalidad y la diversidad. Por una parte, 
se hizo hincapié en el requerimiento de construir una Política Indígena Urbana, 
pretendiendo así generar un cambio cultural que les facilitara a todos los ciudadanos 
comprender y asimilar el carácter multicultural de la sociedad chilena 
contemporánea
110
. Y por otra parte, comprendiendo la incidencia de los 
megaproyectos en la problemática indígena, Bachelet mencionó la intención de 
modificar las condiciones de implementación de los proyectos de  inversión públicos 
y privados en tierras indígenas y en Áreas de Desarrollo Indígena. Esto suponía, 
desde luego, revisar las medidas que debía tomar el gobierno para regularlos.  
Sin duda alguna, la política indígena de la presidenta Bachelet (incluido el 
pacto Re-conocer) fue un compromiso ambicioso, producto del diálogo llevado a 
cabo con los pueblos originarios. Lo planteado por Bachelet también guardaba una 
estrecha relación con lo que heredaba del gobierno de Lagos y de la historia de 
marginación de los indígenas en Chile. Y finalmente, sus compromisos intentaban 
responder a las recomendaciones formuladas por Stavenhagen (el Relator de la ONU) 
en su visita a Chile. Esas recomendaciones definieron los asuntos prioritarios respecto 
                                                          
108
 Dicha Subsecretaría se encargaría de coordinar los diversos esfuerzos gubernamentales destinados a 
potenciar los derechos y el desarrollo de los pueblos indígenas. En el plan de acción se planteó que  los 
funcionarios públicos vinculados al tema indígena recibirían un programa especial de capacitación en 
la materia.  Así mismo, se determinó que en cada Ministerio se fundaría una Unidad de Asuntos 
Indígenas y que serían revisadas todas las políticas públicas que afectaran de una u otra manera a estos 
pueblos. 
109
 En otro plano, se detallan los planes y programas  por medio de  los cuales el gobierno pretendía 
impulsar el desarrollo  productivo y la innovación entre los pueblos indígenas respetando sus 
especificidades étnicas. 
110
 Por ejemplo, se buscó difundir el informe de la CVHNT y aprobar la ley contra la discriminación. 
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3.2 ALGUNOS PASOS HACIA EL RECONOCIMIENTO DE LAS 
DEMANDAS INDÍGENAS Y MAPUCHE  
 
La adhesión a la Declaración de la ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
el proyecto de reconocimiento constitucional y el intento por facilitar la participación 
de nuevos partidos de corte étnico en el escenario político nacional, constituyeron 
algunos de los progresos en materia indígena del gobierno de Bachelet. A 
continuación se analizará cada uno de ellos. El 13 de septiembre de 2007, la 
Asamblea General de la ONU adoptó, con el voto a favor de 144 Estados miembros 
(incluido Chile), y con el voto en contra de Estados como, Canadá, Australia, Nueva 
Zelanda y Estados Unidos y con 11 abstenciones (entre las cuales se encontraba la de 
Colombia), la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas
112
. En muchos aspectos, esta Declaración va más allá del Convenio 169 de 
la OIT. Ella contempla derechos de carácter político, entre los que se encuentra el 
derecho a la libre determinación de los pueblos, y también se refiere a derechos 
relativos a las tierras, territorios y recursos de los pueblos indígenas. Además, 
reconoce y protege los derechos culturales de estos pueblos. Ahora bien, en términos 
jurídicos, la Declaración no tiene el mismo status de una Convención o Tratado 
Internacional. Desde un punto de vista estrictamente formal, sus disposiciones por si 
mismas no tienen, efectos jurídicos vinculantes, como las de los primeros. Claro está, 
esto no significa que los Estados que adhirieron a la Declaración puedan incumplir 
con sus obligaciones, puesto que hay argumentos poderosos que permiten sostener 
que los Estados se encuentran jurídicamente obligados a respetar los derechos 
reconocidos a los pueblos indígenas en este instrumento jurídico internacional
113
. 
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 Comparar Observatorio de DDHH Universidad Diego Portales. Informe  anual sobre los  DDHH en 
Chile. Aparte “Derechos humanos de los indígenas 2007”.p.388. 
112
 Este paso que da Bachelet radica también en su deseo de posicionar a Chile y a su gobierno como 
un referente internacional en materia de derechos humanos. 
113
 Es decir existe un derecho supra estatal de los derechos humanos, el cual debe orientar sus acciones 
tanto en el ámbito interno como en el plano internacional.  lwyn, José. “La Declaración de Naciones 
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Habiendo adherido el Estado chileno a la Declaración de la ONU, en 
noviembre de 2007, Bachelet presentó a la cámara alta un proyecto de ley, por medio 
del cual se pretendía otorgarle el debido reconocimiento constitucional a los pueblos 
originarios (dicho proyecto  hacía referencia también a la ley para la protección de 
sus tierras y derechos de agua). Como los demás proyectos de reforma constitucional 
anteriormente mencionados, éste tampoco se caracterizó por contar con la consulta de 
los indígenas y de sus organizaciones. Ciertamente, durante su tramitación en la 
Comisión respectiva, fueron invitadas diversas organizaciones indígenas, pero sus 
opiniones no se recogieron en el informe que se presentó al Senado en pleno
114
.  
Pese a que la presidenta afirmó públicamente y muy pronto su compromiso 
con lograr el reconocimiento constitucional de los indígenas y la ratificación del 
Convenio 169 de la OIT
115
, es tan solo en su último año de gobierno, en el marco de 
la visita del Relator James Anaya, que la oposición le permitió la aprobación en la 
Cámara alta de un proyecto de reforma constitucional que otorgaría un 
reconocimiento parcial a los pueblos indígenas de Chile
116
. Sin embargo, se trató de 
un reconocimiento parcial, en la medida en que se reconocía la existencia de los 
pueblos indígenas en el territorio, mas, no se consignaban sus derechos propios como 
pueblos. La modificación que buscaba hacerse se encontraba en contravención con el 
derecho internacional, puesto que se entendía como sujetos de derechos a las 
comunidades que integran a los pueblos indígenas y no a la inversa
117
. En el mismo 
                                                                                                                                                                     
Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas y sus implicancias para América Latina”. En: Natalia 
Álvarez Molinero, Daniel Oliva y Nieves Zúñiga, Declaración sobre Derechos de los Pueblos 
Indígenas. Hacia un Mundo Intercultural y Sostenible. Madrid: 2007.p.4  
114
 Posteriormente, estos procesos inconsultos serían también criticados por James Anaya Relator 
Especial de Naciones Unidas para los asuntos indígenas, en su visita en abril de 2009.  
115
 Y en hechos concretos, como la aprobación de la Declaración de la ONU con relación a los 
Derechos de los Pueblos Indígenas y la consecución de la ratificación del Convenio 169 de la OIT a 
fines del 2008, sus intenciones fueron materializadas. 
116
 Durante la campaña presidencial, la entonces candidata manifestó en relación al reconocimiento 
constitucional de los pueblos indígenas que Chile “no sería un país desarrollado hasta que este 
desarrollo llegara equitativamente a todos los chilenos”. Agregó también que tampoco “sería un país 
desarrollado sí no se respetaban y promovían todas las culturas presentes en el territorio”.  
117
 La diferencia en reconocer los derechos a las comunidades y no a los pueblos radica en que, gracias 
a esa salvedad que hace el proyecto de ley, en un futuro puede incurrirse en el incumplimiento de los 
compromisos internacionales adquiridos por el Estado chileno, lo que desembocaría en la vulneración 
de los derechos de los pueblos originarios consignados en esos instrumentos jurídicos. Ello se vería 
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proyecto de Ley, por ejemplo, se propuso modificar el artículo 19 de la Constitución 
Política en su numeral 24, por medio del cual se regula el derecho de propiedad. Se 
pretendía entonces proteger la propiedad de personas y comunidades indígenas y sus 
derechos de aprovechamiento de aguas, en circunstancias en que los estándares 
internacionales exigen proteger la propiedad de los pueblos indígenas
118
.  
Las políticas indígenas de los gobiernos de Lagos (la política del “Nuevo 
Trato”) y de Bachelet (“Re-conocer: Pacto Social por la Multiculturalidad”), dan 
cuenta entonces de una distancia entre el discurso que los gobernantes han manejado 
y la concretización de demandas específicas de los pueblos originarios (con la 
considerable incidencia de la oposición por medio del legislativo). ¿Porqué pueblos 
como el mapuche y su reivindicación de derechos no son representados en la 
contienda política? ¿En qué medida este hecho les fuerza a que deban acudir al 
empleo de acciones directas para la consecución de sus derechos a sabiendas de las 
repercusiones legales a las que éstas conllevan? 
A priori,  en el marco de una democracia,  los diversos sectores de la 
sociedad deben encontrarse representados en los cuerpos colegiados de elección 
directa o incluso en partidos políticos propios. Sin embargo, la participación de los 
pueblos originarios en la política de Chile  se ha visto muy limitada. Por eso, la 
CVHNT subrayó –al igual que las organizaciones indígenas mapuches y que los 
diputados de origen indígena como Francisco Huenchumilla
119– que la Ley Orgánica 
Constitucional de Partidos Políticos, creada en 1987 con el ánimo de perpetuar el 
                                                                                                                                                                     
reflejado, por ejemplo, en que al momento de establecer la propiedad y los derechos que sobre algún 
terreno tenga una comunidad específica, las autoridades estatales podrían considerar que no es 
procedente que se apele a la herramienta participativa de la consulta previa. Así, podrían tomarse 
decisiones sin el consentimiento de los indígenas. Comparar Observatorio de DDHH Universidad 
Diego Portales. Informe  anual sobre los  DDHH en Chile. Aparte “Derechos humanos de los 
indígenas2009”.p.218. 
118
 En suma, al término del gobierno de Bachelet, el reconocimiento constitucional no fue una realidad, 
y Chile continuó siendo uno e indisoluble. Sí se toma en cuenta que el reconocimiento constitucional y 
la ley indígena han sido considerados como momentos clásicos del indigenismo de Estado en América, 
puede concluirse que la dinámica en este país en lo concerniente al diseño de etno-políticas es 
anacrónica. Comparar  Toledo, Llancaqueo, Víctor. La transición chilena y el compromiso de 
reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas 1989-2006.p.8. 
119
 Este congresista se encuentra inscrito en la Concertación, alcanzó ese escaño en campaña como 
cualquier otro candidato. En Chile no existen curules asignadas a las minorías y tampoco partidos 
políticos de origen étnico legalmente constituidos.  
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sistema binominal regente, elevaba irracionalmente los requisitos y limitaba 
gravemente la posibilidad de que los pueblos originarios pudieran hacer parte del 
sistema político por medio de partidos políticos propios. Es decir, la ley impedía la 
representación indígena en los órganos electivos democráticos. 
La cuestión de la representación indígena muestra cómo en Chile el 
ciudadano ha sido entendido como un sujeto homogéneo con necesidades iguales.  
Con el argumento de que la igualdad jurídica de las personas podría verse afectada, 
en Chile se ha impedido el acceso a la política de grupos humanos diferentes, como 
los pueblos originarios. Ahora bien, para mitigar la exclusión política de los indígenas 
soportada en la ley, la CVHNT propuso que fuese apoyada la reforma formulada por 
Huenchumilla y otro grupo de parlamentarios en 1999, por medio de la cual se 
buscaba reconocer los derechos políticos de los pueblos indígenas, sobre todo 
proponiendo la creación de escaños reservados para parlamentarios indígenas en la 
cámara de diputados y en la de senadores, así como también puestos en los consejos 
regionales y municipales bajo fórmulas de proporcionalidad.
120
 
Durante el gobierno del Lagos, no hubo avances en este tema. Luego, en el 
mandato de Bachelet, gracias a las reclamaciones hechas por organizaciones 
indígenas en el Debate Nacional de Pueblos Indígenas (2006) y en el marco de la 
presentación de los “Nuevos Ejes de la Política Indígena” de su gobierno (2007), se 
anunció la intención de estudiar el establecimiento de mecanismos y procedimientos 
de participación para los pueblos indígenas en diferentes entidades del Estado. 
Bachelet se comprometió también a impulsar proyectos legislativos relacionados con 




Así, solo hasta el gobierno de Bachelet, pudo surgir un partido político de 
corte étnico como el Wallmapuwen, el cual incluso aún hoy continúa en proceso de 
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 Comparar Observatorio de derechos de los pueblos indígena (comp). Los derechos humanos en 
Chile: La evaluación de la sociedad civil, los pueblos indígenas y las Naciones Unidas. Santiago: 
Observatorio ciudadano, 2009. p. 262. 
121
 Comparar Observatorio de derechos de los pueblos indígena (comp). Los derechos humanos en 
Chile: La evaluación de la sociedad civil, los pueblos indígenas y las Naciones Unidas. p. 263. 
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constituirse legalmente, dado que las leyes vigentes no lo permiten
122
. En ese orden 
de ideas, Chile requiere todavía consolidar un régimen democrático que facilite la 
representación de la diferencia, sin que ésto suscite la preocupación de que habrá una 
fragmentación de la sociedad.  
 
3.3 LA REPRESIÓN CONTINÚA DE LA MOVILIZACIÓN MAPUCHE 
 
A causa de la huelga de hambre que sostuvieron durante 63 días Juan y Jaime 
Marileo, Juan Huenulao y Patricia Troncoso en el 2006 (ciudadanos acusados de 
haber incendiado presuntamente las instalaciones de una forestal extranjera ubicada 
en territorio mapuche en 2001)
123
, y gracias a la intervención de una comisión 
mediadora liderada por el entonces Senador Alejandro Navarro (PS), Bachelet 
prometió no aplicar la ley antiterrorista en casos donde estuvieran implicados 
miembros de los pueblos originarios. En su momento, la presidenta llegó a afirmar 
que “la justicia ordinaria [tenía] bastante fuerza para actuar”, lo que constituía una 
razón suficiente para no invocar la ley antiterrorista
124
. Es importante anotar que las 
intenciones de la primera mandataria posteriormente se tradujeron en un acuerdo 
entre el gobierno y la Corporación de Derechos Ciudadanos, representada por 
Alejandra Arriaza y el lonko José Cárielo.  
Pese a las pretensiones de la mandataria, la judicialización por la vía de la 
ley antiterrorista se agudizó en su gobierno. Sus propósitos no se alcanzaron, por 
varias razones, una de ellas fue a causa de que el acuerdo celebrado, al no tener 
consagración normativa alguna, no era oponible jurídicamente, tanto para el propio 
ejecutivo como para el Ministerio Público. Así, en la práctica, este ministerio, como 
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 El partido mapuche en formación Wallmapuwen dentro de su programa político ha propuesto la 
creación de una circunscripción electoral única y la instauración de un sistema electoral proporcional 
que permita la elección por medio del voto del intendente y los consejeros regionales en la Región de 
La Araucanía.  
123
 Los imputados fueron juzgados por medio de la ley antiterrorista y posteriormente condenados a 10 
años de prisión y al pago de una alta suma de dinero a modo de indemnización a la compañía afectada 
por sus acciones. 
124
 Ver Diario virtual Crónica Digital. Huelga de hambre mapuche. las responsabilidades de la 
concertación Disponible en http://www.cronicadigital.cl/news/columnistas/ramis/18314.html. Fecha de 
consulta 19 de julio de 2011. 
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ente autónomo, pudo continuar apelando a la ley antiterrorista en los casos que él ha 
considerado pertinentes, incumpliendo con lo pactado por el gobierno mismo.
125
 Otra 
causa de la discordancia entre el discurso del gobierno y el actuar de las 
corporaciones del Estado fue que en 2006 el Congreso decidió continuar con el uso 
arbitrario de la ley antiterrorista, desatendiendo así las demandas solicitadas por los 
cuatro presos políticos mapuche en huelga de hambre. Dichas demandas se 
relacionaban con buscar eximir de los cargos (en los casos que aplicara) a los presos 
indígenas que para esa fecha estuvieran detenidos.
126
 La decisión del legislativo se 
dio también en el marco de un proyecto de ley que buscaba favorecer con libertad 
condicional a mapuches condenados por delitos considerados como terroristas
127
.  
Para agosto del 2009, solamente en la Región de la Araucanía, había veinte 
personas procesadas por delitos contemplados en la ley antiterrorista. Entre los 
imputados se incluían dirigentes mapuche, miembros de la Coordinadora Arauco-
Malleco CAM
128
, comuneros e incluso estudiantes universitarios. En la actualidad, 58 
individuos, vinculados con la movilización mapuche, afrontan procesos judiciales, 
entre ellos hay niñas y niños menores de edad. Los casos más problemáticos que la 
ley antiterrorista ha suscitado durante los gobiernos de Lagos y Bachelet son: el juicio 
de los lonkos Norín y Pichún (2004); el caso del fundo Poluco Pidenco en el que 
resultaron siendo judicializados cuatro mapuche y la winka Patricia Troncoso 
(2001)
129
; el caso del werken Victor Ancalaf (2004); el caso de la documentalista 
Elena Varela (2004/2005); y el caso de otros documentalistas extranjeros (2008). Sin 
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 Comparar Observatorio de DDHH Universidad Diego Portales. Informe  anual sobre los  DDHH en 
Chile. Aparte “Derechos humanos de los indígenas 2007”.p.401. 
126
 Comparar Konrad Adenauer Stiftung KAS. 20 años de desencuentro: Las demandas del 
movimiento mapuche y una posible solución al conflicto. 2009. p.23. 
127
 Esa iniciativa fue presentada por los senadores concertacionistas Alejandro Navarro (Partido 
Socialista PS), Guido Girardi (Partido Por la Democracia) y Juan Pablo Letelier (PS). 
128
 La CAM es una organización mapuche que busca la reivindicación de derechos de este pueblo. Se 
le reconoce, en gran medida, por las recuperaciones de tierra que sus miembros han buscado ejecutar 
en el territorio que hoy día pertenece a las forestales madereras. La Coordinadora fue fundada en 
febrero de 1998, en Tranaquepe, y las autoridades chilenas la consideran responsable de una serie de 
acciones de fuerza en la zona de Tirúa, Contulmo, Cañete y Temucuicui. Los gobiernos de Lagos y 
Bachelet acusaron  a la CAM de liderar operaciones terroristas. Así es como algunos de sus miembros 
han sido judicializados por medio de la Ley Antiterrorista. Esta organización indígena y sus miembros 
son permanentemente instigados por funcionarios e instituciones estatales.   
129
  No mapuche, chilena.  
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excepción, todos los imputados interpusieron recursos por el proceso de su 
juzgamiento ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y obtuvieron 
respuestas a su favor (la CIDH concluyó que, de acuerdo a lo establecido en la 
Convención Interamericana de Derechos Humanos, el Estado violó las garantías a un 
juicio justo y a un debido proceso). Esto obligó al Estado chileno a revisar los 
procedimientos y a solucionar lo que correspondiera a cada caso
130
.  
Junto con la aplicación de la ley antiterrorista, la movilización mapuche fue 
también acallada durante el gobierno de Bachelet por medio de formas de represión 
variadas. Se tiene como balance que el cuerpo de carabineros hirió gravemente a 
Jorge Marimán en 2008, y dio muerte a Matías Catrileo (2008) y a Jaime Mendoza 
Collío (2009). El proceso de juzgamiento de los autores de todas estas acciones ha 
sido lento. Por un lapso significativo de tiempo, estuvieron en libertad y en servicio 
activo. Ello sugeriría que hay una tendencia por parte del Estado chileno a no realizar 
procesos judiciales expeditos a los perpetradores de estas acciones en exceso 
represivas, pese a que vulneran los derechos consagrados y resguardados en la 
Constitución Política, y a que desatienden también la normatividad del Derecho 
Internacional en lo referente a los derechos humanos
131
. El cuerpo represivo del 
Estado, en su calidad de ente autónomo y como  producto del régimen pinochetista, 
juzga a sus funcionarios por medio de tribunales propios. Ello da cuenta de un peso 
que la Concertación aún no ha podido anular, a causa de los pactos contraídos para 
negociar la transición política a la democracia en Chile. Una vez más, esta situación 
trunca los planes de gobierno propuestos y hace que los modestos avances en temas 
como la demanda indígena se vean disminuidos.  
Los actos de violencia que se viven en territorios indígenas han tenido altos 
y bajos que han dependido de las coyunturas que han surgido durante la última 
década. De ello da cuenta la siguiente gráfica. 
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 Chile reconoció la competencia de la Corte Interamericana en la interpretación de la Convención 
Americana. Por lo tanto, la jurisprudencia de la Corte es vinculante para Chile.  
131
 Con relación a la impunidad de la que gozan los militares que han cometido delitos contra la 
población civil, en ámbitos académicos y por medio de informes de diversos órganos se ha hablado de 
la necesidad de reformar la justicia militar para eliminar su competencia, analizando a cabalidad las 
acciones en las que incurran los funcionarios policiales. 
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Gráfica 1 























































































Fuente: elaboración propia con base en el material recopilado y trabajado con el software Próspero  
 
Según la gráfica, puede verse cómo los picos más altos de denuncia de 
violencias contra los mapuches (y al mismo tiempo de apelación de una u otra forma 
a la aplicación del Convenio 169) se dieron en el gobierno de Bachelet
132
. El primero 
de esos picos corresponde a la huelga de hambre que sostuvieron  Juan y Jaime 
Marileo, Juan Huenulao y Patricia Troncoso en mayo del 2006. El segundo (en abril 
del 2007) se relaciona con los excesos policiales y hostigamientos en contra de los 
miembros de la comunidad de Temucuicui
133
. El pico más alto se presenta en el 
período de diciembre de 2007 a febrero de 2008, y tuvo que ver, por un lado, con la 
muerte de Matías Catrileo, y por otro, con la huelga de hambre que sostenían los 
presos Florencio Jaime Marileo Saravia, Héctor Laitul Carillanca, Juan Millalen 
Milla, José Benicio Huenchunao Mariñan y nuevamente Patricia Troncoso Robles. Y 
finalmente, ad portas de la entrada en vigencia del Convenio 169 de la OIT, Jaime 
Mendoza Collío fue asesinado por un Carabinero en agosto de 2009. Ese hecho 
                                                          
132
 Esto tiene que ver también con que pudieron recopilarse un mayor número de artículos relacionados 
con esa problemática bajo la jefatura de esta mandataria. Lo que no significa que en el gobierno de 
Ricardo Lagos no haya existido vulneración de los derechos de los comuneros mapuche en zonas 
rurales y urbanas.  
133
 Ligados a que presuntamente los comuneros estarían refugiando a un mapuche prófugo de la 
justicia que asaltó un banco en ese mismo año (este hecho nunca pudo ser corroborado). Estos actos 
violentos han ido en aumento desde el 2004 en ese territorio específico. 
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condujo a que, en el último cuatrimestre del gobierno de Bachelet, el pueblo mapuche 
se manifestara en contra de la persecución política, invocando el Convenio de la OIT 
que obliga al Estado de Chile a modificar su ley interna. La movilización mapuche 
denunció en aquel momento el actuar violento del cuerpo de carabineros, los 
allanamientos ejecutados y los procesos jurídicos armados por el Ministerio Público. 
Retomando todo lo anterior, puede concluirse que la reacción, especialmente 
de los gobiernos socialistas de la Concertación (en su conjunto) ante la movilización 
mapuche, en particular ante sus acciones más violentas, ha sido la de emplear la 
justicia para disolver y amedrentar las organizaciones indígenas. En ese sentido, no se 
ha reconocido el carácter de conflicto político que tiene la problemática mapuche y 
tampoco se ha intentado responder apropiadamente con los compromisos 
internacionales suscritos, buscando generar acuerdos con el pueblo mapuche, es decir, 
actuando de manera más democrática y menos represiva. 
 
3.4 LA RATIFICACIÓN DEL CONVENIO 169 Y LOS LÍMITES A SU 
APLICACIÓN 
 
El trámite para la ratificación del Convenio 169 de la OIT no fue sencillo a lo largo 
de los dos últimos gobiernos de la Concertación. Dicho convenio fue en un principio 
aprobado por la Cámara de Diputados, el 11 de abril del 2000, con una votación 
transversal mayoritaria (solo 2 votos en contra). Sin embargo, para poder ser 
ratificado definitivamente necesitaba también el visto bueno del Senado, el cual no 
fue otorgado durante el gobierno de Lagos
134
.  
Pese a que la presidenta Bachelet enfatizó discursivamente  que la 
ratificación del Convenio 169 constituía una prioridad para los 100 primeros días de 
su gobierno, durante el 2006 se presentó un estancamiento en lo concerniente al 
reconocimiento constitucional de los pueblos originarios y a la ratificación del 
Convenio. Esto fue evidente ya que en ese momento ni el gobierno, ni la rama 
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La razón instrumental para la demora fue que la ratificación del Convenio requería un quórum de 
cuatro séptimas partes de los senadores en ejercicio, lo que equivaldría a 22 votos de un total de 38 
senadores de la nueva Cámara alta. 
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Solo hasta septiembre de 2008, el Senado chileno finalmente se decidió a 
ratificar el Convenio 169, pero dicho paso se dio realizando una declaración 
interpretativa por medio de la cual se pretendía limitar el reconocimiento de derechos 
a los pueblos indígenas. En efecto, dichos derechos se circunscribieron 
exclusivamente a aquellos estipulados en tratados internacionales ya ratificados y que 
se encontraban vigentes al momento en que surgió el Convenio de la OIT, es decir, 
hasta junio de 1989. De esa forma, se buscaba excluir a la Declaración Universal 
sobre Derechos de los Pueblos Indígenas, a la cual el Estado chileno había adherido 
un año antes. Igualmente se pretendía evitar que el Estado se viera obligado no solo a 
no adoptar en un futuro la Convención Interamericana Contra la Discriminación 
Racial, que estaba siendo discutida en la OEA, sino también a no tener en cuenta todo 
el Derecho Internacional Consuetudinario que en un futuro pudiera existir.
136
 
Esta restrictiva consideración claramente se apartaba de lo establecido en el 
ámbito internacional. La decisión tomada en el Congreso (fundaba en las 
apreciaciones hechas por el Tribunal Constitucional), le generó algunas dudas al 
gobierno sobre la determinación tomada. Para despejarlas, se le consultó a la misma 
OIT sobre la legalidad de la declaración interpretativa formulada para la ratificación 
del Convenio. La organización respondió que, por una parte, la Constitución de la 
OIT no contempla mecanismos de declaraciones interpretativas y que, por otra parte, 
la finalidad del Convenio 169 era establecer mínimos estándares de protección de los 
derechos de los pueblos indígenas. Es decir, sí un Estado se comprometía, por 
ejemplo, con la consecución de los derechos de los pueblos originarios en un 
momento determinado no podía en otro aducir la ausencia de ley para no poner en 
aplicación los estándares que fueran incorporados por instrumentos más recientes.
137
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 Pese a que la distribución partidaria de esta cámara podría haber  favorecido algún avance en ese 
sentido. 
136
 Comparar Observatorio de DDHH Universidad Diego Portales. Informe  anual sobre los  DDHH en 
Chile. Aparte “Derechos humanos de los indígenas  2008”.p. 372. 
137
 Comparar Observatorio de DDHH Universidad Diego Portales. Informe  anual sobre los  DDHH en 
Chile. Aparte “Derechos humanos de los indígenas  2008”.p.374. 
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Una vez más, se ponía en manifiesto la reticencia del legislativo y la 
sumisión del ejecutivo para avanzar en la reivindicación de derechos de estos 
pueblos. Todas las veces, esos avances han quedado cojos, lo que ha generado 
importantes repercusiones en relación a la movilización indígena y mapuche y 
también en lo que concierne al cumplimiento cabal de los compromisos 
internacionales adquiridos.   
En abril de 2009, James Anaya, Relator Especial de Naciones Unidas sobre 
la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos 
indígenas visitó Chile. Este alto funcionario internacional fue llamado para hacer un 
seguimiento de las recomendaciones efectuadas por el Relator anterior, explorar las 
distintas iniciativas mediante las cuales podría ponerse en práctica el Convenio 169 y 
promover la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas. En otras palabras, el relator tenía que revisar los mecanismos por medios 
de los cuales podrían ser superados los obstáculos para la plena y eficaz protección de 
los derechos de los indígenas, así mismo su Misión serviría también para recibir 
información sobre violaciones a los derechos humanos  y a las libertades 
fundamentales de los indígenas.
138
 
Dentro de las recomendaciones importantes que se formularon en materia de 
derechos, vale la pena resaltar el énfasis puesto en el mecanismo de la consulta. 
Anaya afirmó que los pueblos indígenas debían ser consultados siempre que el 
gobierno buscara adelantar o implementar medidas que les afectaran de alguna 
manera. Adujo que la consulta tendría que desarrollarse en dos niveles, lo que 




Al momento de la visita del Relator, el gobierno había presentado al 
Congreso una reforma constitucional relativa al aplazado reconocimiento 
constitucional de los pueblos originarios. Anaya revisó el proceso adelantado y 
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 Comparar Observatorio de DDHH Universidad Diego Portales. Informe  anual sobre los  DDHH en 
Chile. Aparte “Derechos humanos de los indígenas  2009”. p.216. 
139
 Comparar Observatorio de DDHH Universidad Diego Portales. Informe  anual sobre los  DDHH en 
Chile. Aparte “Derechos humanos de los indígenas  2009”. p.217. 
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criticó, por ejemplo, que el plazo dado a la consulta fue muy reducido y que no se 
facilitó una participación realmente representativa de las etnias indígenas de Chile.  
Las visitas de los Relatores y la presión que han ejercido diversas ONG 
internacionales dan cuenta de que la movilización mapuche ha ejercido, en lo corrido 
de la última década, una “presión desde arriba”, por medio de la cual se ha logrado 
visibilizar  en el escenario internacional la problemática indígena que se presenta en 
Chile. La presión internacional que ejercen estos actores ha repercutido claramente en 
que los últimos gobiernos democráticos hayan revaluado en cierta medida su actuar 
en materia indígena.  
Al entrar en vigencia el Convenio 169 a fines de 2009, el ejecutivo, haciendo 
oídos sordos al derecho internacional y a las recomendaciones del Relator 
relacionadas con la consulta, expidió un decreto supremo (el Decreto 124) para 
reglamentar específicamente los alcances de la participación y consulta de los pueblos 
indígenas, siempre que se fueran a adoptar medidas legislativas y/o administrativas 
que les afectaran directamente. Con esta iniciativa jurídica, se pretendió restringir 
tanto el ámbito de aplicación de esta herramienta participativa, como los mecanismos 
por medio de los cuales los pueblos originarios podrían apelar a la consulta. En el 
decreto se consideró que la consulta  debería hacerse por medio de los sistemas que la 
ley chilena definiera y distinguió las materias que podrían ser sometidas a consulta. 
Todo esto es contrario a lo que  el Convenio 169 contempla. Este  aclara que los 
pueblos indígenas tendrán que ser consultados “cada vez que se prevean medidas 
legislativas u administrativas susceptibles de afectarles directamente”140.  
Además, al reglamentar los derechos consignados en el Convenio, el decreto 
les otorgó a los indígenas el derecho exclusivamente a opinar a través de la consulta, 
no a ser partícipes de las decisiones que les afecten. La idea original de este 
instrumento jurídico es que justamente una porción de la ciudadanía pueda negociar 
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 Por ejemplo, el decreto no incluye a los proyectos de inversión como material de consulta. 
Contrario a lo estipulado en el Convenio 169, el decreto fija un plazo límite a la consulta de noventa 
días, lo que en términos prácticos dificulta que se haga un uso efectivo de esta herramienta 
participativa. Citado en Observatorio de DDHH Universidad Diego Portales. Informe  anual sobre los  
DDHH en Chile. Aparte “Derechos humanos de los indígenas  2010”.p.217. 
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con el Estado ciertas decisiones. No basta entonces con que el Estado escuche, como 
si se tratara de cumplir con una tarea meramente informativa, sin que en verdad exista 
un ejercicio democrático de fondo
141
. Así, el decreto no facilitó el diálogo, y sí 
permitió perpetuar la imposición de la voluntad del gobernante de turno sobre el bien 
colectivo y los derechos de las minorías étnicas
142
.  
Entonces, la existencia de un decreto como éste, dejó en entredicho el 
cumplimiento real de las obligaciones internacionales contraídas por el Estado 
chileno al ratificar el tratado internacional en cuestión. Esto es cuestionable, ya que el 
169 es un tratado internacional y por tanto no le es lícito a Chile entrar a reglar 
cuándo los derechos aplican en cierto sentido y cuándo no. Así, la existencia del 
Decreto 124 atentó contra el derecho mismo de los tratados, pues ningún Estado 
puede incumplir con sus obligaciones internacionales apelando a su derecho interno. 
La promulgación del decreto 124 puso nuevamente de manifiesto cómo los avances 
en materia indígena en Chile terminan siendo condicionados, lo que en la práctica 
resulta en el quebrantamiento de los mismos
143
. 
                                                          
141El Relator definió al mecanismo de la consulta como las “negociaciones en procura de acuerdos 
mutuamente aceptables y [que] se celebren antes de la adopción de las decisiones sobre las medidas 
propuestas, y no [como] consultas con el carácter de mecanismos para proporcionar a los pueblos 
indígenas información sobre decisiones que ya se han adoptado o están en proceso de adoptarse, sin 
permitirles influir verdaderamente en el proceso de adopción de decisiones”. Ver  Naciones Unidas, 
“Una cuestión fundamental: El deber de celebrar consultas con los pueblos indígenas”, capítulo 
principal del informe presentado por el relator James Anaya ante el Consejo de Derechos Humanos, 
12º período de sesiones, septiembre de 2009, punto 41.p.218. 
142
 En suma, lo que se busca con este tipo de herramientas jurídicas es auto eximir al Estado chileno de 
las obligaciones contraídas en materia indígena, en particular en lo relacionado con la obligación de 
consulta previa contenida en los artículos 6 y 7 del Convenio 169 de la OIT. 
143
 Para poder comprender cabalmente los alcances del decreto en mención, el lector puede remitirse 
directamente a la ley en el Anexo 3. 
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CONCLUSIONES 
 
Las conclusiones de la presente investigación se dividen en dos secciones. La primera 
de ellas se refiere al tipo de contexto de oportunidades y restricciones políticas que 
enmarcó la movilización mapuche. La segunda detalla cómo las acciones colectivas 
de los mapuche han dado paso al surgimiento de un movimiento social.  
Retomando lo expuesto en este trabajo, puede concluirse que el contexto de 
oportunidades y de restricciones políticas bajo el cual se ha llevado a cabo la 
movilización mapuche en Chile ha variado constantemente. Durante los gobierno de 
Lagos y Bachelet, se encuentran dos tendencias claras una de corte más represivo y 
otra de reconocimiento de ciertos derechos políticos.  
Concretamente en lo referente a las categorías que Tarrow define como 
claves para revisar qué tipo de contexto se le presenta a una movilización social, 
encontramos que, por ejemplo, el acceso a la participación de los mapuches en el 
régimen democrático durante ambos gobiernos fue limitado e insuficiente. Estos 
dirigentes chilenos facilitaron en ciertos momentos los diálogos con los grupos 
indígenas. Algunos de esos escenarios surgieron en las campañas políticas de cada 
uno, y otros fueron producto del diseño de políticas gubernamentales destinadas a 
responder a las reivindicaciones de derechos de los pueblos indígenas. Es claro, sin 
embargo, que los espacios participativos abiertos durante ambos gobiernos gozaron 
muchas veces de un carácter formal y los indígenas realmente no han sido 
incorporados como actores plenos en la concepción e implementación de las políticas 
públicas que les conciernen.  
En lo relativo al desarrollo de megaproyectos privados, los procesos 
aprobatorios de los mismos fueron inconsultos aún cuando las leyes internacionales 
exigen lo contrario. Ello fue criticado en las visitas hechas por los Relatores de la 
ONU en el 2003 y el 2009, quienes resaltaron la necesidad de institucionalizar la 
participación política indígena para que este sector de la ciudadanía pueda ser 
partícipe de las decisiones que les afectan. Toda idea de inclusión en el escenario 
político, producto de la ratificación del Convenio 169 y de las obligaciones que éste 
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le demanda al Estado chileno, fue minada, por ejemplo, con la promulgación de 
decretos como el 124, que redujo aún más el chance de avanzar en este sentido y 
hacer de Chile un país más democrático, igualitario, justo y libre. En materia 
indígena, reiterativamente se evidencia por parte de los gobiernos en su conjunto una 
intención de poner límites a los avances propuestos. Una muestra de ello fue el 
decreto mencionado y la declaración interpretativa formulada al momento de ratificar 
el Convenio 169 de la OIT.  
Estos avances limitados se deben a la existencia de un sistema de partidos de 
carácter binominal que ha forzado la formación de dos grandes coaliciones políticas, 
la Concertación de partidos por la democracia y la  Alianza por Chile (ahora 
Coalición por el cambio). El sistema de partidos que existió en un momento de la 
historia política chilena dejó de ser un sistema con polaridad para convertirse en uno 
consensual (se presenta un arreglo básico mutuamente acordado en el que se 
comparten ciertos macro fines ligados principalmente al sistema económico 
dominante), en cuyos márgenes orbitan sin éxito partidos extra consenso
144
. La 
Concertación, en su afán de consolidar el sistema democrático y dejar atrás la sombra 
del régimen pinochetista, decidió cogobernar con la oposición estableciendo una 
convivencia democrática basada en el consenso, lo que en la práctica no se ha 
traducido en la generación de acuerdos de gestión significativos y trascendentales 
para el pueblo chileno.  
Bajo las bases de modernización que impuso la dictadura por medio del 
modelo socioeconómico que ella diseñó y con una coalición de derecha que se 
empecina en perpetuarlo, los gobiernos de la Concertación han tenido que negociar 
con la Alianza sin poder cambiar substancialmente el ordenamiento político 
                                                          
144
 Partidos como el Comunista, no han cabido dentro de las dos grandes coaliciones y generalmente 
no han logrado alcanzar fuerza suficiente en las circunscripciones para conseguir escaños, pues 
requieren altas votaciones incluso superiores a la de las dos coaliciones. En ese sentido, el sistema 
electoral chileno desincentiva el interés de participar, pues quienes lo hacen  estarán siempre 
enfrentados  al dilema  del voto  útil. En el 2003, para las elecciones de alcaldes y concejales de 2004, 
el partido Comunista, junto con 49 organizaciones sociales y políticas chilenas de izquierda, 
conformaron el pacto político denominado “Juntos Podemos Más” que ha participado sin excepción en 
todos los comicios posteriores a su fecha de fundación. Comparar Moulian Tomas. “El sistema 
partidista en Chile”. En: Marcelo Cavarozzi y Juan Abel Medina (comps). El asedio de la política. Los 
partidos latinoamericanos en la era neoliberal. Santiago de Chile: Homo Sapiens, 2003. p. 244.  
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institucional y sin poder materializar el proyecto democratizador que fue planteado 
cuando se hizo el tránsito a la democracia
145
. En ese sentido, la reivindicación de 
derechos de los pueblos originarios cobra vital importancia en la medida que sugeriría 
un cambio en el modelo económico, que como ya lo mencionaba, se ubica como parte 
fundamental en el pacto que sostienen las coaliciones y al mismo sistema binominal.  
El apoyo de aliados influyentes ha sido claves para la movilización 
mapuche. Así, las Misiones enviadas por Naciones Unidas y los informes de diversas 
ONG’s internacionales han sentado precedentes para el cumplimiento de los objetivos 
planteados por los movilizados, pues han presionado al Estado chileno a moverse por 
una senda más adecuada. Los aliados influyentes no han sido solo externos, pues 
también se cuenta con algunos –aunque no muchos– en la escena política interna. Al 
respecto, habría que destacar el papel cumplido por algunos congresistas de la 
Concertación y del Juntos Podemos. Ellos han mediado en conflictos coyunturales 
(como las huelgas de hambre, etc) y han presentado al legislativo proyectos de ley 
relacionados con la problemática mapuche e indígena (la absolución de algunos 
presos políticos mapuche, la consecución de curules para los pueblos originarios en el 
Congreso, entre otros).  
Encontramos que, para reprimir la movilización mapuche, los gobiernos 
apelaron a varios tipos de estrategias. Dado que los mandatarios no pudieron facilitar 
la participación legal y formal en política de los mapuche
146
, le apostaron entonces a 
la generación de otras estrategias incluyentes, las cuales, prescindiendo de lo 
dialogado con los pueblos indígenas, privilegiaron un enfoque de desarrollo 
económico antes que étnico. Dichas estrategias, ni en el corto ni en el mediano plazo, 
dieron una solución completa a la demanda indígena, dejando latente la movilización 
mapuche, la cual cada vez más se vio acompañada de diversos modos de lucha que 
                                                          
145
 Colateralmente ello ha generado también un distanciamiento de la población con el mundo de la 
política y de los partidos. La ciudadanía entiende este escenario como un juego netamente de élites en 
el que no hay distinción política, todos los políticos son iguales, todos prometen e incumplen. 
Comparar Garretón, Manuel. Garretón, Manuel. “Fin de ciclo y perspectivas de centroizquierda”.p 9. 
146
 Ello se debe en parte al extremo centralismo del país que limita el accionar político a la Región 
Metropolitana (donde también se concentra el mayor número de miembros de la etnia mapuche como 
producto de la migración sostenida), y al mismo sistema binominal y la legislación que lo sostiene.  
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incluían las vías de hecho. A su vez, debido a la radicalización del movimiento 
mapuche, los gobernantes se vieron en la necesidad de acudir a medidas represivas 
sostenidas en la ley para generar gobernabilidad. Esto, en lugar de acallar las 
reclamaciones indígenas, le sirvieron al movimiento para hacer evidente en el 
escenario internacional el actuar intransigente de gobiernos que han dilatado la 
solución de una problemática social muy profunda. Así, es como si la dinámica de la 
interacción entre ambos actores (los mapuche y el gobierno) desencadenaran una 
especie de efecto “bola de nieve”, de acuerdo con el cual, en lugar de solucionarse la 
problemática indígena, ella pareciera más bien agravarse cada vez más.  
Sidney Tarrow considera que las oportunidades para las acciones colectivas 
no se mantienen constantes, cambian junto con las dimensiones del Estado. Las 
oportunidades externas a las acciones colectivas de un determinado grupo social no 
pueden producir necesariamente movimientos sociales duraderos. El paso que da un 
grupo social hacia un movimiento social depende de varios recursos, Tarrow enuncia 
tres, a partir de estos se terminará por concluir el presente trabajo.  
El primer recurso se refiere al uso de repertorios conocidos de acción 
colectiva que se emplean para conseguir apoyo e imponer voluntades sobre los 
oponentes
147
. Uno de los mecanismos utilizados en mayor medida por los mapuche y 
sus líderes ha sido la huelga de hambre. Como puede verse en el gráfico de abajo, en 
las acciones colectivas usadas, la huelga de hambre es una constante. De hecho, los 
picos más altos de acciones colectivas se relacionan con este modo de protesta. En la 
práctica, algunos incipientes acuerdos con los gobiernos se generaron a partir del 
recurso a este repertorio de acción colectiva. 
Grafica 2 
 
                                                          
147
 Hay tres tipos básicos de acción colectiva: el primero de estos se relaciona con la violencia, el 
segundo con lo convencional (la huelga) y el tercero con la alteración creativa del orden (este último 
tipo de acciones colectivas se mueven entre lo convencional y lo confrontacional). Comparar Tarrow, 
Sidney. El poder en movimiento. p.138. 
















































































Fuente: elaboración propia con base en el material recopilado y trabajado con el software Próspero 
 
La huelga es otra de las herramientas empleadas. Con el paso del tiempo a 
ellas se ha sumado la población civil, que hoy por hoy se encuentra más al tanto de la 
situación de los pueblos indígenas y les apoyan. El material audiovisual realizado por 
mapuches y winkas y el uso de portales web han jugado un papel importante en lo 
relacionado con la socialización  de  la problemática que ellos viven, al margen del 
desarrollo económico de Chile. La siguiente gráfica ilustra mejor lo que menciono.  
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Fuente: elaboración propia con base en el material recopilado y trabajado con el software Próspero 
 
Es importante subrayar que la solidaridad que ha concitado la movilización 
mapuche se relaciona directamente con las huelgas de hambre que se dieron en el 
2006 y entre finales del 2007 y principios del 2008.  
La toma de terrenos como mecanismo de reivindicación de tierras ha sido 
una constante en la movilización del pueblo mapuche desde principios del siglo XX. 
En la actualidad, ello ha desencadenado el uso de leyes como la Antiterrorista  y de 
Seguridad Interior y un modesto número de presos de esta etnia principalmente.  
Los marcos de la acción colectiva constituyen el segundo de los recursos que 
definen la existencia de un movimiento social. Los marcos dignifican y justifican los 
movimientos sociales, son su identidad colectiva y referente a partir del cual un 
movimiento plantea demandas específicas. En el caso de los mapuche, se encuentra 
un marco amplio que incluye la cultura propia del pueblo mapuche; la idea de 
construir una nación mapuche; la reivindicación de derechos como pueblo originario; 
el respeto de sus derechos por parte del Estado chileno; el destino oprimido que han 
tenido que enfrentar los pueblos indígenas que históricamente han ocupado los 
Gráfica 3  
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territorios del actual Estado chileno; y la defensa de la vida de los mapuche (debido a 
la muerte de algunos comuneros a manos del agentes del Estado)
148
. 
Como puede verse, el marco usado por los mapuche ha sido cambiante y ha 
sido permeado por influencias externas, lo que ha correspondido con las restricciones 
y oportunidades políticas que se dieron durante los gobiernos de Lagos y Bachelet.  
El tercer recurso que Tarrow contempla tiene que ver con la organización al 
interior del movimiento
149
, ello no implica que deba existir una jerarquización 
extrema que desemboque en instituciones, puesto que sí esta situación se da ya no se 
estaría hablando de un movimiento social. En ese sentido, encontramos, pues, que 
organizaciones mapuche han surgido desde 1910, se han dividido y reorganizado en 
varias oportunidades, también a la sombra de algunos partidos políticos y por las 
coyunturas que acaecieron. Por ejemplo durante la dictadura, se conformó el Consejo 
de Todas las Tierras que en la transición a la democracia negoció con Alwyn el 
Acuerdo Nueva Imperial, introduciendo una serie de demandas radicales que 
buscaban transformar las relaciones de poder que se habían sostenido históricamente 
con la República de Chile.  
Con la promulgación de la ley indígena, muchas más organizaciones 
surgieron. Entre las más significativas se encuentra la Coordinadora Mapuche de 
Santiago y Meli Wixan Mapu. También existe una más reciente llamada la 
Coordinadora de Comunidades en Conflicto Arauco-Malleco CAM, que pretende  
reconstruir el Pueblo Nación Mapuche, por medio de la conquista de espacios 
territoriales autónomos, en los cuales se ejerza la ley y el poder mapuche en términos 
políticos y económicos. Adicionalmente desde el 2008, está constituyéndose un 
partido político mapuche llamado Wallmapuwen. La CAM y el  Wallmapuwen 
                                                          
148
 Algunas de las fuentes desde las que los mapuche han podido configurar sus marcos propios son los 
instrumentos jurídicos internacionales referentes a la reivindicación de los derechos de los pueblos 
originarios. Y los marcos  empleados por otros movimientos indígenas latinoamericanos.  
149
 El autor se refiera a sus “estructuras de movilización, las cuáles refuerzan la presión en la primera 
línea y vinculan el centro con la base del movimiento”. Ver Tarrow, Sidney. El poder en 
movimiento.p.134. 
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justamente dan cuenta de cómo ha ido evolucionando el movimiento mapuche, la 
primera de corte más radical y la segunda más institucional
150
.  
De acuerdo con lo mencionado, puede afirmarse que la movilización 
mapuche ha constituido un movimiento social, en la medida que las organizaciones 
que lo componen han generado un repertorio conocido de acciones colectivas, 
medianamente coordinadas, que gozan de un sólido marco que las cohesiona
151
. 
Resulta sí un poco problemático que debido a la división cultural de este pueblo y a 
las coyunturas particulares de las comunidades que lo componen no haya mucha 
claridad sobre las estructuras de conexión dentro del movimiento. Ello ha implicado 
que dentro de los modos de lucha a los que se acude se incluyan, por ejemplo, las vías 
de hecho, lo que a la postre ha justificado en cierta medida el actuar arbitrario de los 
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 Retomando el modelo de Hanspeter Kriesi.   
151
 Charles Tilly define a los movimientos sociales como una forma de hacer política diferente y 
distanciada de por ejemplo las campañas electorales. A su juicio un movimiento social se caracteriza 
por (1) “realizar campañas sostenidas en defensa de demandas colectivas, (2) participar de múltiples 
maneras, incluyendo asambleas públicas, manifestaciones, comunicados de prensa y la creación de 
asociaciones, redes y coaliciones con fines específicos y (3) por dar muestra de la coordinación 
existente  entre la valía, la  unidad, el número y el compromiso (WUNC worthiness, unity, numbers, 
commitment), en defensa de los activistas, partidarios y/o objetos de sus peticiones”” 
Retomando la caracterización que plantea Tilly, puede en efecto afirmarse, que las acciones colectivas 
del pueblo mapuche se han  transformado en un movimiento social indígena que reúne las 
características arriba enunciadas. Puesto que realizan campañas permanentes por la reivindicación de 
sus derechos como pueblo originario. Parte de las  herramientas empleadas son el Internet, las redes 
sociales que este proporciona, webs propias, radios comunitarias, material audiovisual (documentales), 
entre otros. Como pueblo indígena participan también en encuentros locales, nacionales e 
internacionales convocados por diversos organismos, y como movimiento han hecho uso de una 
diplomacia paralela para captar la atención de agentes distintos al Estado Chileno y civilizar su causa. 
Ver Tilly, Charles. “Social Movements Enter the Twenty-First Century”. En: Política y Sociedad, Vol. 
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Anexo 1. Mapa de las  regiones VIII, IX y X de Chile 
VIII Región del Biobío. 
 
 




IX Región  de la Araucanía 
 
X Región de los Ríos 
 
Fuente: Servicio nacional de turismo de Chile. 
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Anexo 2. Cantidad de notas registradas en los portales Azkintuwe y 





























































































Fuente: elaboración propia con base en el material recopilado y trabajado con el software Próspero  
 
Anexo 3.  Decreto Supremo 124 de 2009.  
REPUBLICA DE CHILE 
MINISTERIO DE PLANIFICACION 
DECRETO N° 124 
Santiago, 4 de Septiembre de 2009 
REGLAMENTA EL ARTÍCULO 34 DE LA LEY N° 19.253 
A FIN DE REGULAR LA CONSULTA Y LA PARTICIPACIÓN 
DE LOS PUEBLOS INDIGENAS 
VISTOS: 
Lo dispuesto en los artículos 32 N° 6 y 35 de la Constitución Política de la República; 
los artículos 6 N° 1 letra a) y N 2, 7 N° 1 oración segunda y 34 del Convenio N° 169 
de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 
  
Países Independientes, promulgado por medio del Decreto Supremo N° 236, de 2008, 
del Ministerio de Relaciones Exteriores; lasSentencias del Tribunal Constitucional 
Roles N° 309 de 2000 y N° 1050 de 2008; la ley N° 18.989que crea al Ministerio de 
Planificación y Cooperación; la ley N° 18.993 que crea el Ministerio Secretaría 
General de la Presidencia; el artículo 34 de la ley N° 19.253 que establece norma 
sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación 
Nacional de Desarrollo Indígena; y la Resolución N° 1600, de la Contraloría General 
de la República; 
 CONSIDERANDO: 
 1) Que con fecha 27 de junio de 1989 la Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo, en su Septuagésima Sexta Reunión, adoptó el Convenio N° 
169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes; 
2) Que el Congreso Nacional dio su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio de 
dicho Convenio; que e instrumento de ratificación fue depositado con fecha 15 de 
septiembre de 2008; y que el Convenio N° 169 fue promulgado por medio del 
Decreto Supremo N° 236, de 2008, del Ministerio de Relaciones Exteriores; 
3) Que el artículo 6 N° 1 letra a) y N° 2 de Convenio N° 169 consagra el deber 
general de consultar a los pueblos indígenas interesados cada vez que se prevean 
medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente; 
4) Que el artículo 7 N° 1 oración segunda de Convenio N° 169 consagra el derecho 
de los pueblos indígenas interesados a participar en la formulación, aplicación y 
evaluación de planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de 
afectarles directamente; 
5) Que el artículo 34 del Convenio N° 169 establece que la naturaleza y alcance de 
las medidas que se adopten para dar efecto al Convenio deberán determinarse con 
flexibilidad, teniendo en cuenta las condiciones propias de cada país; 
6) Que, con fecha 25 de junio de 2008, se dictó el Instructivo Presidencial N° 5, el 
que contempla, entre otras medidas, la incorporación en el quehacer de los 
organismos públicos de la consideración de los planteamientos que provengan de los 
pueblos indígenas, mediante un procedimiento que permita canalizar información 
relevante a las comunidades indígenas, recabar sus opiniones y observaciones sobre 
las iniciativas que estén destinadas a ellas o puedan afectarles directamente, y 
establecer el deber para los organismos públicos de entregar una respuesta fundada. 
Desde la dictación del señalado Instructivo, esta medida ha sido puesta en práctica 
por diversos organismos públicos; 
7) Que en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 N° 3 del Convenio N° 169, éste 
entrará en vigor para el Estado de Chile doce meses después del registro de su 
ratificación; es decir, el 15 de septiembre de 2009; 
  
8) Que una vez que el Convenio entre en vigencia, los artículos 6 N° 1 letra a) y N° 2, 
y 7 N° 1 oración segunda del Convenio N° 169 pasarán a formar parte de la 
legislación vigente ya que dichas normas tienen el contenido y precisión necesarias 
que las hablita para ser aplicadas sin otros trámites como fuente del derecho interno; 
9) Que el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas ha señalado que, en aquellos 
casos en que los mecanismos para llevar a cabo la consulta no existan formalmente, 
deberán adoptarse provisionalmente mecanismos transitorios con miras al ejercicio 
efectivo de ésta; 
10) Que se dará inicio a un proceso de consulta a los pueblo indígenas, a nivel 
nacional, acerca del procedimiento para llevar a cabo los procesos de consulta, de 
acuerdo a los artículos 6 N° 1 letra a) y N° 2, y 7 N° 1 oración segunda de Convenio 
N° 169; 
 
11) Que, atendido lo anterior, se hace necesario adoptar un mecanismo que regule la 
consulta y la participación de los pueblos indígenas interesado estableciendo 
procedimientos claros, transparentes y sistemáticos, a fin de lograr una adecuada 
implementación de las respectivas normas del Convenio; 
12) Que, asimismo, el inciso primero del artículo 34 de la ley N° 19.253 señala que 
los servicios de la administración del Estado, cuando traten materia que tengan 
injerencia o relación con cuestiones indígenas, deberán escuchar y considerar la 
opinión de las organizaciones que reconoce dicha ley; 
13) Que, a la fecha, el artículo 34 de la ley N° 19.253 no ha sido reglamentado; 
DECRETO: 
 Artículo único.- Apruébase el siguiente Reglamento del artículo 34 de la ley N° 
19.253, a fin de regular la consulta y la participación de los pueblos indígenas: 
TITULO I 
Objeto y ámbito 
 Artículo 1°.- Objeto del reglamento. El presente reglamento regula la obligación de 
los órganos de la administración del Estado de escuchar y considerar la opinión de las 
organizaciones indígenas cuando traten materias que tengan injerencia o relación con 
cuestiones indígenas, establecida en el artículo 34 de la ley N° 19.253. 
Dicha obligación se materializa en la consulta y la participación de los pueblos 
indígenas consagradas en el articulo 6 N° 1 letra a) y N° 2 y en el artículo N° 1 
oración final del Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, promulgado por medio del 
Decreto Supremo N° 236, de 2008, del Ministerio de Relaciones Exteriores. 
  
Artículo 2°. - Consulta. Para los efectos de este reglamento, la consulta es el 
procedimiento a través del cual los pueblos indígenas interesados, a través de los 
sistemas que este reglamento diseña, pueden expresar su opinión acerca de la forma, 
el momento y la razón de determinadas medidas legislativas o administrativa 
susceptibles de afectarles directamente y que tengan su origen en alguno de los 
órganos de la administración del Estado señalados en el artículo 4° de este 
reglamento, mediante un procedimiento adecuado y a través de sus organizaciones 
representativas. 
Artículo 3°.- Participación. Para los efectos de este reglamento, la participación es el 
procedimiento a través del cual los pueblos indígenas interesados, a través de los 
sistemas que este reglamento diseña, pueden concurrir a la formulación, aplicación y 
evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y región susceptibles de 
afectarles directamente y que tengan su origen en alguno de los órganos de la 
administración del Estado señalados en el artículo 4° de este reglamento. 
Artículo 4°.- Órganos a los que se aplica. El presente reglamento se aplica a los 
Ministerios, las Intendencias, los Gobiernos Regionales, las Gobernaciones, las 
Fuerzas Armadas, las Fuerzas de Orden y Seguridad Públicas, los servicios públicos 
creados para el cumplimiento de la función administrativa, el Consejo Nacional de 
Televisión y el Consejo para la Transparencia. Este reglamento no se aplica a la 
Contraloría General de la República, el Banco Central, las Municipalidades y las 
empresas pública creadas por ley, sin perjuicio de lo cual, estos podrán someterse a 
las normas en él establecidas, si lo estiman pertinente. 
Artículo 5°.- Proyectos de inversión. Los proyectos de inversión en las tierras 
indígenas o áreas de desarrollo indígena establecidas en la ley N 19.253 serán 
sometidos a los procedimientos de consulta o participación que se contempla en las 
respectivas normativas sectoriales, sin perjuicio de lo cual, el órgano de la 
administración del Estado competente podrá aplicar el procedimiento de consulta 
establecido en el presente reglamento. En este último caso, el proceso de consulta 
deberá quedar concluido en un plazo máximo de noventa días a contar de la primera 
presentación relativa al proyecto que se realice ante la autoridad administrativa. 
Artículo 6°.- Pueblos indígenas. Para efectos de este reglamento, se consideran 
pueblos indígenas las etnias indígenas reconocidas en el artículo 1° de la ley N° 
19.253. 
TITULO II 
Disposiciones comunes a la consulta y la participación 
 Artículo 7°.- Criterios de afectación. Se entenderá que hay afectación directa de los 
pueblos indígenas cuando la medida legislativa o administrativa el respectivo plan o 
programa de desarrollo nacional o regional, según corresponda, diga relación 
exclusiva con las tierras indígenas o áreas de desarrollo indígena establecidas en ley 
  
N° 19.253, o se refiera a una mayoría significativa de comunidades, asociaciones y 
organizaciones indígenas determinadas o determinables. 
Artículo 8°.- Asesoría. La Corporación Nacional de Desarrollo Indígena prestará la 
asesoría técnica que los órganos de la administración del Estado señalados en el 
artículo 4° de este reglamento requieran durante el desarrollo de los procesos de 
consulta y participación. 
 Artículo 9°.- Sujetos. Los procesos de consulta y participación deberán efectuarse a 
los pueblos indígenas, a través de las organizaciones indígenas de carácter tradicional 
y de las comunidades, asociaciones y organizaciones indígena reconocidas en 
conformidad a la ley N° 19.253. 
La Corporación Nacional de Desarrollo Indígena proporciona la información 
necesaria a fin de lograr la adecuada determinación de estas instituciones Para estos 
efectos, establecerá una base de datos a la que puedan acceder los órganos de la 
administración del Estado. 
TITULO III 
De la Consulta 
 Párrafo 1° 
Principios que regulan la consulta 
  
Articulo 10.- Buena fe. La consulta debe efectuarse de buena fe, lo que implica 
respetar los intereses, valores y necesidades de los pueblos indígenas interesados así 
como entregar toda la información relevante, absolver dudas, hacerse cargo de las 
observaciones, sea para acogerlas o rechazarlas, y en este último caso hacerlo 
fundadamente. 
Articulo 11. Procedimiento apropiado. La consulta debe realizarse de una manera 
apropiada a las circunstancias, lo que implica considerar la realidad de los pueblos 
indígenas a ser consultados y utilizar una metodología que permita que todos quienes 
puedan verse afectados conozcan la posible medida y sus consecuencias tengan un 
espacio para emitir sus planteamientos. 
Artículo 12.- Finalidad. La consulta debe ser realizada con la finalidad de llegar a un 
acuerdo o lograr el consentimiento respecto de las medidas propuestas, lo que implica 
la voluntad de efectuar las adecuaciones que sean razonables, posibles, necesarias y 
pertinentes a los pueblos indígenas, sin que ello impida la realización de aquéllas. 
Artículo 13.- Representatividad. La consulta debe realizarse a través de las 
instituciones representativas de los pueblos indígenas señaladas en inciso primero del 
artículo 9° de este reglamento. 
  
Párrafo 2° 
Del procedimiento de consulta 
 Artículo 14.- Medidas a ser consultadas. Las medidas que deberán ser consultadas 
son las medidas legislativas y las medidas administrativas. 
Medidas legislativas son las ideas matrices de los proyectos de reforma constitucional 
y de los proyectos de ley, así como los reglamentos, que tengan origen en los órganos 
de la administración del Estado señalados en el artículo 4° de es reglamento, que 
afecten directamente a los pueblos indígenas interesados. 
Medidas administrativas son las nuevas políticas, planes y programas, con excepción 
de aquéllos contemplados en el articulo 21 de este reglamento, elaboradas por los 
órganos de la administración del Estado señalados en el artículo 4° del presente 
reglamento, que afecten directamente a los pueblos indígenas interesados. 
Artículo 15.- Oportunidad de la consulta. Tratándose de medidas legislativas, la 
consulta acerca de las ideas matrices de los proyectos de reforma constitucional o 
proyectos de ley podrá realizarse en forma previa a su envío al Congreso Nacional o 
durante su tramitación legislativa, mientras que la consulta acerca de los reglamentos 
deberá realizarse en forma previa a su ingreso a la Contraloría General de la 
República; en ambos casos, cuando la urgencia de la materia así lo permita. 
Tratándose de medidas administrativas, la consulta deberá realizarse en forma previa 
a la aplicación de las nuevas políticas, planes o programas, sale que, a causa de una 
emergencia o de las necesidades de buen funcionamiento del respectivo órgano, éste 
disponga fundadamente lo contrario. 
Artículo 16.- Pertinencia de la consulta. El órgano de la administración del Estado al 
que corresponda la iniciativa de la medida legislativa o administrativa, deberá evaluar 
con el Ministerio de Planificación y en coordinación con el Ministerio Secretaría 
General de la Presidencia, la pertinencia de iniciar un proceso de consulta. 
En caso que el órgano de la administración del Estado respectivo estime que no 
corresponde iniciar un proceso de consulta, el Ministerio de Planificación el 
Ministerio Secretaría General de la Presidencia podrán, excepcionalmente, 
recomendar su realización cuando consideren que la medida reúne los requisitos para 
ello. 
Articulo 17.- Contenido de la consulta. El proceso de consulta deberá permitir la 
adecuada informaciónde los pueblos indígenas interesados acerca de la medida 
legislativa o administrativa, según corresponda,así como la recepción de si 
observaciones. 
El órgano de la administración del Estado respectivo deberá de terminar los 
instrumentos y modalidades que permitan dar cumplimiento a estos objetivos, los que 
  
en todo caso deberán considerar una descripción acerca del objetivo del proceso de 
consulta, los contenidos de la propuesta de medida legislativa o administrativa, así 
como itinerario, plazos y actividades de dicho proceso. 
Artículo 18.- Recepción de las observaciones. El plazo para recibir las observaciones 
será de treinta días contados desde la recepción de la última comunicación que 
informe acerca de la consulta a las instituciones señaladas en el inciso primero del 
artículo 9° de este reglamento. En todo caso, si la naturaleza de la medida consultar o 
las características de la misma así lo requieren, el plazo podrá ser prorrogado por el 
órgano de la administración del Estado respectivo hasta por treinta días más. 
Artículo 19.- Sistematización y ponderación de observaciones. Vencido el plazo 
establecido en el artículo anterior, y en el término de treinta días, el árgano de la 
administración del Estado respectivo deberá sistematizar las observaciones recibidas, 
analizarlas, ponderarlas debidamente y elaborar un Informe Final del proceso de 
consulta. En todo caso, si las características de las observaciones recibidas lo 
ameritan, el órgano de la administración del Estado respectivo podrá prorrogar el 
plazo has por treinta días más. 
El Informe Final será elaborado en base al formato que al efecto señalen el Ministerio 
de Planificación y el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 
Una copia del Informe Final será enviada a todos aquéllos que hayan participado en 
el proceso de consulta y a la Corporación Nacional de Desarrollo indígena. 
Artículo 20.- Adopción de la medida. En caso que la medida sometida a consulta se 
materialice en un proyecto de reforma constitucional, proyecto de ley o reglamento, o 
en una política, plan o programa, se deberá dejar constancia en el correspondiente 
instrumento del hecho de haberse realizado el proceso de consulta. 
TITULO IV 
De la Participación 
 Artículo 21.- Participación a nivel nacional y regional. Para la formulación, 
aplicación y evaluación de planes y programas de desarrollo nacional o regional 
susceptibles de afectar directamente a los pueblos indígenas, la autoridad u organismo 
respectivo deberá analizar con el Ministerio de Planificación y en coordinación con 
Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la pertinencia de iniciar el proceso de 
participación establecido en el artículo 3° de este reglamento. 
Establecida la pertinencia, la autoridad u organismo respectivo solicitará la 
colaboración del Consejo Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo 
Indígena, a fin de determinar los mecanismos que permitan asegurar la participación 
de Ios pueblos indígenas interesados en la formulación, aplicación y evaluación de 
dichos planes programas. 
  
Artículo 22.- Pertinencia de la participación. En caso que la autoridad u organismo 
respectivo estime que no corresponde iniciar un proceso de participación, el 
Ministerio de Planificación y el Ministerio Secretaría General de la Presidencia 
podrán, excepcionalmente, recomendar su realización cuando consideren que se reúne 
los requisitos para ello. 
Artículo 23.- Informe final. Al término del proceso de participación, la autoridad u 
organismo respectivo elaborará un Informe Final en base al formato que al efecto 
señalen el Ministerio de Planificación y el Ministerio Secretaria General de la 
Presidencia. 
El Informe Final dará cuenta de la realización del proceso de participación en sus 
distintas etapas y será suscrito por todos los participantes. 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
 Articulo Transitorio.- Una vez que entre en vigencia el presente reglamento, se dará 
inicio a un proceso de consulta a los pueblos indígenas acerca del procedimiento para 
llevar a cabo los procesos de consulta y participación, en conformidad a lo 
establecido en el articulo 34 de la ley N° 19.253 y en los artículos 6 N° 1 letra a; N° 
2, y 7 N° 1 oración segunda del Convenio N° 169 de la Organización Internacional 
del Trabajo. 
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